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Introducción 

 
El objeto de esta investigación consiste en determinar si la figura de extinción de dominio 

puede coexistir en el ordenamiento jurídico de la República Dominicana, y para esto, se debe 

analizar cuáles son los aspectos constitucionales de la extinción de dominio y la naturaleza del 

Proyecto de Ley sobre Juicios de Extinción de Dominio para el Decomiso Civil de Bienes 

Ilícitos  que actualmente cursa en el Congreso Nacional, también las similitudes y diferencias 

que existe entre la expropiación, el decomiso y extinción de dominio. 

 

La Extinción de dominio o decomiso civil de bienes presuntamente ilícitos como también 

se le conoce, configura un procedimiento híbrido, en sus implicaciones fácticas, a corto y 

mediano plazo, revela unas connotaciones civiles demasiado evidentes, en tanto en cuanto 

produce la tradición, a favor del Estado, de un derecho de propiedad en detrimento del 

patrimonio de la persona afectada. Entonces resulta interesante rastrear, posibles zonas vecinas 

entre los lineamientos del proyecto de ley y el ordenamiento jurídico vigente. 

 

Lo primero, de entrada, es distinguir entre la extinción de dominio tal cual ha sido 

concebida a partir de la propuesta modélica de la Comisión Interamericana para el Control de 

Abuso de Drogas (CICAD) y el instituto de expropiación forzosa de bienes por causa de utilidad 

pública. La Constitución del Estado claramente condiciona la expropiación de un terreno o de un 

punto comercial al “previo pago de su justo valor, determinado por acuerdo entre las partes o 

sentencia de tribunal competente”, lo cual, por razones obvias, no acontece en el decomiso civil.  
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Entrando más en detalle con relación al contenido del proyecto de ley, cabría preguntarse,  

¿cuál es el tipo de bienes sobre los que recaería el procedimiento de confiscación? 

 

Otro aspecto relevante a tomar en cuenta es la implementación de la figura de extinción 

de dominio en los sistemas jurídicos latinoamericanos, ya que existe un factor común en estos 

sistemas y el nuestro: el combate contra el enriquecimiento ilícito, el lavado de activos, la 

asociación de malhechores y la estructuración organizada de las mafias. 
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1.  ASPECTOS TEÓRICOS Y METODOLÓGICOS GENERALES 
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2. TEMA. 

 

  

“Aspectos Constitucionales de la Extinción de Dominio en la República Dominicana” 
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3. Delimitación del tema 

 

3.1.  Delimitación temporal 

 

El estudio no tendrá un marco temporal. 

 

      3.2.  Delimitación espacial 

 

El estudio se realizará en la República Dominicana tomando en cuenta la Constitución de la 

República. 

 

3.3.  Delimitación sustantiva 

 

1) Constitución de la República Dominicana. 

2) Código Civil Dominicano. 

3) Código de Procedimiento Civil Dominicano. 

4) Proyecto de Ley sobre Juicios de Extinción de Dominio para el Decomiso Civil de Bienes 

Ilícitos. 

5) Ley Modelo sobre Extinción de Dominio. 
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4. Justificación 

 

Actualmente la República Dominicana se encuentra inmersa en una situación 

preocupante en lo relativo a la insuficiencia de herramientas para el combate contra la 

criminalidad organizada y, por ello, fue uno de los motivos de la aprobación del proyecto de ley 

sobre juicios de extinción de dominio para el decomiso civil de bienes ilícitos que tiene por 

objeto la inclusión de la figura de extinción de dominio en nuestro ordenamiento.   

 

La figura de extinción de dominio lo que persigue es desincentivar la producción de 

delitos que contengan la estructuración organizada de mafias, que afectan la seguridad jurídica 

del estado, además aquellos que ocasionan grave deterioro a la libertad, igualdad y seguridad de 

nuestros habitantes. Por tales motivos realizaremos indagaciones sobre el particular, que parten 

desde su génesis hasta su posible compatibilidad con el orden constitucional. 

 

La propiedad es un derecho fundamental que tiene una función social y ecológica, el 

compromiso de los estados con su entorno busca promover un orden económico justo, de 

igualdad y ético. 

 

Es una obligación del estado evitar que las personas que adquieran bienes procedentes de 

actividades ilícitas y conserven el dominio estos bienes.  
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A tales razones este planteamiento busca sostener cuales derechos fundamentales están 

actualmente reconocidos en la extinción de dominio y cuales faltarían por reconocer, debido que 

en la actualidad es una figura todavía estudiada y desconocida por la sociedad, hasta el punto de 

no estar debidamente aplicada. 

 

5. Planteamiento del problema 

 

             La Constitución de la República, al regular lo relativo al derecho de propiedad, dispone 

que podrán ser objeto de confiscación o decomiso, mediante sentencia definitiva, los bienes de 

personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que tengan su origen en actos ilícitos 

cometidos contra el patrimonio público, así como los utilizados o provenientes de actividades de 

tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas o relativas a la delincuencia 

transnacional organizada y de toda inflación prevista en la leyes penales. 

 

            En un Estado social y democrático de derecho, la propiedad cumple una función social 

que implica obligaciones y que, a su vez, legitima la posibilidad de imponer sanciones a aquellos 

que incumplen las mismas. La propiedad privada adquirida legítimamente es un derecho 

fundamental protegido por la Constitución, la ley y el derecho internacional, cuya función social 

solo se cumple cuando el mismo se ha adquirido en el marco de estrecha sujeción al orden 

público y al bienestar general de todas las personas. 
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    Le corresponde como obligación al Estado evitar que las personas que cometan ilícitos 

obtengan ganancias o beneficios directos o indirectos de la actividad delictiva. En la República 

Dominicana debe existir un eficiente sistema de recuperación de bienes ilícitos, constituye una 

herramienta para evitar el uso, goce disfrute y disposición de bienes independientemente sea su 

naturaleza. Además, la recuperación de estos bienes ilícitos constituye un mecanismo de 

generación del ingreso para financiar la prevención y lucha contra la delincuencia, lo cual genera 

un interés colectivo para la sociedad. 

 

            La obtención ilícita de los bienes no genera justo título en tanto produce un grave 

deterioro en la sociedad generando efectos lesivos permanentes en la economía, en consecuencia, 

el derecho de propiedad no puede gozar de protección constitucional ni legal cuando recaiga 

sobre bienes obtenidos de actividades ilícitas, o de bienes que se han destinado a la violación de 

la ley o que son fruto o derivado de ella. 

 

            Por lo antes expuesto, resulta necesaria la implementación de la figura de extinción de 

dominio en la República Dominicana. 

 

6. Formulación del problema 

 

¿Cuáles son los aspectos constitucionales de la Extinción de Dominio? 
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7. Sistematización del problema. 

 

1. ¿Cuáles derechos fundamentales pudieran verse conculcados con la extinción de 

dominio? 

2. ¿Cuáles son las diferencias entre expropiación, decomiso y extinción de dominio? 

3. ¿Cuáles son los sistemas latinoamericanos que tienen en su ordenamiento jurídico la 

figura de extinción de dominio? 

4. ¿Cuáles son las posibles fallas del proyecto de ley sobre juicios de extinción de dominio 

para el decomiso civil de bienes ilícitos? 

 
 

8. Objetivos de la investigación  

 

8.1.  Objetivo general  

 

Analizar los aspectos constitucionales de la Extinción de Dominio en la República 

Dominicana. 

 

8.2.  Objetivos específicos 

1. Analizar los aspectos constitucionales de la figura de extinción de domino. 

2. Explicar las diferencias entre expropiación, decomiso y extinción de dominio. 

3. Comparar los distintos sistemas latinoamericanos sobre la figura de extinción de dominio. 

4. Analizar el proyecto de ley sobre juicios de extinción de dominio para el decomiso civil 

de bienes ilícitos. 
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9. Metodología y técnicas de investigación 

 

1. Histórica 

Analizar sistemas jurídicos en donde es aplicada la figura de extinción de dominio. 

 

2. Documental 

Analiza información escrita sobre el tema de investigación. 

 

3. Exploratoria 

Análisis de documentos, consulta a expertos, estudio de casos y análisis cualitativo. 

 

10. Marco Referencial 

10.1. Marco Teórico 

Según el magistrado Alejandro Alfonso Moscoso Segarra (2019), el Senado de la 

República, el pasado 12 de junio, cumpliendo con la reserva legislativa establecida en el artículo 

51.6 de la Constitución de 2010, al disponer que:  

 

“La ley establecerá el régimen de administración y disposición de bienes incautados y 

abandonados en los procesos penales y en los juicios de extinción de dominio, previstos en el 

ordenamiento jurídico”, aprobó “el Proyecto de ley sobre Juicio de Extinción de Dominio para el 

Decomiso Civil de Bienes Ilícitos”.  
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Estimo que esta iniciativa legislativa es un importante paso de avance en la lucha contra 

la criminalidad económica. Sin embargo, tenemos algunas inquietudes desde el punto de vista 

jurídico sobre este proyecto. 

 

Luego de la vida, la libertad y la dignidad humana, la propiedad ocupa un puesto de 

primacía en la escala de preferencias de las sociedades. 

 

A la ciudadanía le podrían surgir muchas interrogantes al leer el título de este proyecto, 

como, por ejemplo: ¿Cuál es el fundamento y la finalidad de este instrumento legislativo? ¿Qué 

es la extinción de dominio? ¿Cómo opera? 

 

Veamos: Si bien la propiedad es considerada por nuestra Constitución, en su artículo 51, 

como un derecho fundamental, no significa que éste tenga carácter absoluto, pues la misma debe 

desempeñar una función social que implica obligaciones de cara al orden social, jurídico y 

cultural del Estado.  

 

De ahí que esta figura tenga como propósito poner freno al enriquecimiento desmedido 

producto de actividades ilícitas, así como servir de base para el diseño de políticas con mayores 

alcances en el combate contra el crimen organizado. 
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En ese sentido, de conformidad con el referido proyecto de Ley, la extinción de dominio 

es una “acción autónoma” que persigue la extinción del derecho de propiedad de bienes (muebles 

e inmuebles) considerados o reputados como ilícitos, y disponerlos a favor del Estado.  

 

Por ejemplo, si A se dedicó a realizar actividades consideradas ilícitas y, producto de 

ello, pudo adquirir bienes que le hicieron ostentar un perfil económico irrazonable e injustificado 

partiendo de las funciones que dice desempeñar lícitamente, puede ser objeto de extinción de 

dominio. 

 

Además, otra de las razones que sirvieron como elemento para el diseño de esta figura 

son las dificultades que representa la figura del decomiso en la actualidad, pues al ser esta una 

sanción accesoria dependiente de una principal, no se puede decomisar sin la determinación 

previa de responsabilidad penal mediante una sentencia de la autoridad judicial competente, lo 

que representa, en muchos casos, un valladar en la lucha efectiva contra la criminalidad 

organizada; salvo que se le presente una acusación por lavado de activos de manera autónoma, 

siempre vinculando los bienes con el tipo penal precedente. 

 

 

Dicho lo anterior, considero que debe pensarse mejor el título del proyecto, 

específicamente lo relativo al “decomiso civil”, debido a que, al ser la extinción de dominio y el 

decomiso figuras distintas, la inclusión en el epígrafe de la eventual Ley podría representar serias 

distorsiones en los operadores del sistema de justicia, máxime cuando el “decomiso civil” como 

tal, es una figura jurídica inexistente que ni siquiera el mismo proyecto desarrolla. 
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Por otro lado, si nos fijamos en el concepto más arriba planteado sobre extinción de 

dominio, podremos observar que la misma es considerada como una “acción autónoma”, esto 

supone, y así lo plantea el proyecto en su artículo 6, que no depende de ninguna otra rama del 

derecho para materializarse, ni siquiera de la penal. 

 

De ahí que perfectamente una persona puede ser absuelta en la jurisdicción penal por 

algún hecho delictivo y, por otro lado, ser sancionada ante los tribunales de extinción de dominio 

por no haber podido demostrar la procedencia lícita de sus bienes. 

 

En ese orden de ideas, al analizar el referido proyecto observamos que el artículo 15 

ordena la creación de “tribunales de decomiso civil”, sin embargo, en el artículo 16 plantea que 

“la jurisdicción en extinción de dominio es ejercida por jueces civiles designados por la Suprema 

Corte de Justicia”, asimismo, el artículo 17, párrafo II, plantea que “aquellos asuntos que 

requieran urgencia podrán ser atendidos por el Juez de Instrucción”. 

 

Al respecto, nos preguntamos: ¿Hasta qué punto se puede garantizar una autonomía plena 

de la acción de extinción de dominio al momento en que intervienen jueces de otras 

jurisdicciones?  
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De ahí es dable enfatizar que una de las dificultades que presentaron los países de la 

región en la implementación de esta figura, fue específicamente en el diseño de mecanismos para 

la configuración plena de la autonomía de la extinción de dominio. 

 

Por ejemplo, en Colombia, país de origen de esta legislación, fue necesaria la creación de 

tribunales de extinción de dominio, con jueces especializados en la materia y sacarlos del ámbito 

de las competencias de las jurisdicciones ordinarias. 

 

El proyecto crea 4 tribunales a nivel nacional, esto impactará en el presupuesto del Poder 

Judicial. Consideramos que se debe repensar lo relativo a la configuración de la competencia; lo 

ideal es que sean jueces, en razón de la materia que conozcan de la extinción, por ejemplo, si es 

una infracción de carácter impositivo, que sea el tribunal tributario el competente, si es penal, la 

Jurisdicción penal, como fue plateado por el Dr. Bonelly en una primera propuesta. Sin lugar a 

dudas, la extinción de dominio representa un gran reto para la comunidad jurídica y la ciudadanía 

en general, debido a las novedades y principios propios que se plantean en su discusión, y 

además al impacto que esta podría tener sobre el derecho fundamental de la propiedad. Moscoso 

Segarra, A. (2019). Proyecto de Ley de Extinción de Dominio. Listín Diario. 

https://listindiario.com/la-republica/2018/10/31/539773/fiscal-respalda-ley-extincion-de-dominio 

 

Por otra parte, Edgar Moreno indica que el artículo 51 de la Constitución vigente, en su 

numeral 6 ordena la creación de una Ley de Extinción de Dominio, la que deberá establecer el 

régimen de administración y disposición de bienes incautados y abandonados en los procesos 

penales y en los juicios de extinción de dominio, pero a 5 años de promulgada la nueva 
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Constitución.  

 

 

 

Para ello introdujeron en la nueva Constitución el artículo 146, con el que se reconoce y 

garantiza que queda proscrita la corrupción, y por lo tanto se condena toda forma de corrupción 

en los órganos del Estado, estableciendo en su numeral 3, que es a los funcionarios públicos, a 

quienes les corresponde siempre probar el origen de sus bienes, antes y después de haber 

finalizado sus funciones o a requerimiento de autoridad competente. 

  

            ¿Dónde está la trampa? El artículo 51 dispone en su numeral 1 que ninguna persona 

puede ser privada de su propiedad, sino por causa justificada de utilidad pública, previo pago de 

su justo valor, determinado por acuerdo entre las partes o sentencia de tribunal competente, de 

conformidad con lo establecido en la ley. Y el 4) que dispone que no habrá confiscación por 

razones políticas de los bienes de las personas físicas o jurídicas; 

 

  El mismo artículo 51, en numeral 5, establece que sólo podrán ser objeto de confiscación, 

mediante sentencia definitiva, los bienes de personas físicas o jurídicas, que tengan su origen en 

actos ilícitos cometidos contra el patrimonio público, así como los provenientes de actividades de 

tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas o relativas a la delincuencia 

transnacional organizada y de toda infracción prevista en las leyes penales; 

  

Quiere decir, que en los procesos penales en donde no intervenga una   sentencia firme de 
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condenación que haya adquirido la irrevocabilidad de la cosa juzgada. El Estado no podrá 

incautar definitivamente los bienes a ninguna persona, porque la misma sentencia que lo declara 

inocente, reconoce que durante el proceso no se pudo probar que los bienes objeto de la 

investigación, estuvieran relacionados con algún delito. 

  

            Dice el jurista Geraldo Laveaga que ciertamente los países que han tenido mayor éxito en 

combatir la corrupción y la delincuencia organizada, tienen algo en común, y es que poseen 

instrumentos jurídicos que permiten privar del uso, goce, disfrute y disposición de sus bienes, a 

los que ponen en peligro la vida y la seguridad de los ciudadanos, y en especial, los que 

sustraigan fondos públicos, valiéndose de sus posiciones.    

   

El ex embajador colombiano en México, Luis Camilo Osorio, en una entrevista que le 

hiciera Geraldo Laveaga, afirmó que la lucha contra la delincuencia y la corrupción en 

Colombia, se comenzó a ganar a partir de que se instauró en el país sudamericano, la 

instauración de la Ley de Extinción de dominio. 

 

  ¿Qué es en realidad y para qué sirve una Ley de Extinción de Dominio, y porque las 

élites políticas dominicanas, a pesar de que la constitución ordena su creación, no les interesa 

crearla como instrumento para combatir la corrupción y el crimen organizado? Simple. La 

Extinción de Dominio no es otra cosa que privar de sus bienes a los corruptos y delincuentes 

organizados, bajo la premisa que no puedan acreditar el origen lícito de los mismos. 

 

A diferencia de los artículos 51 y 146, de la constitución vigente, con los que se requiere 
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para confiscarle o decomisarle los bienes a alguien instaurar un proceso penal, por lo regulara 

lleno de salvaguardas y posibilidades de defensa, una Ley de Extinción de Dominio, rompe, 

como afirma Jorge Lara, con la tradición de apresar a los delincuentes y dejarle los bienes a su 

libre disposición, pudiendo distraerlos posteriormente, por medio de terceros. 

 

En otros países la Extinción de Dominio es conocido como decomiso sin condena. ¿Qué 

significa esto? Que no se requiere relacionar o acreditar que los bienes objeto del decomiso están 

vinculados con un delito, porque se persigue por el fuero civil, no por el penal, sino, que aquellas 

conductas que puedan dar indicio de la comisión de delitos, pero que no necesariamente 

requieren la rigurosidad del delito como tal. 

 

Como la realidad es que no es tan fácil instaurarle un proceso penal a un político 

corrupto, por la protección y las garantías que le brindan sus socios políticos naturales (Fiscales y 

políticos haciendo las veces de jueces), la Ley de Extinción de dominio resulta una herramienta 

eficaz, porque de manera paralela, mientras se instaura el proceso penal, el Estado puede hacerse 

de sus bienes, bajo la condición de que éste no pueda acreditar su licitud. 

 

De manera que todo aquel que no pueda demostrar que sus bienes fueron adquiridos de 

manera lícita, o que no fueron obtenidos a través de su esfuerzo y con su trabajo legal, antes de 

perseguirlo el Leviatán Estatal por el fuero penal, simultáneamente pueda instaurarle un juicio 

civil de Extinción de Dominio, en el que deberá probar el origen lícito de lo que tiene, a pena de 

que, en caso de no lograrlo, pasen al beneficio del bien común. Moreno, E. (2015). La Trampa 

de la Ley de Extinción de Dominio. 
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10.2. Marco Conceptual 

 

 Expropiación:  

Privación de la propiedad privada o de derechos o intereses legítimos por razones 

de utilidad pública o interés social, y previa correspondientes indemnización. (Real 

Academia Española, 2019) 

Decomiso:  

Consecuencia accesoria impuesta por la comisión de una infracción penal, que 

implica la perdida de los efectos provenientes de un delito y de los bienes, medios o 

instrumentos con que se haya preparado o ejecutado, así como de las ganancias 

provenientes del delito, cualesquiera que sean las transformaciones que hubieren podido 

experimentar. (Real Academia Española, 2019) 

Extinción de dominio:  

La extinción de dominio es un mecanismo mediante el cual el Estado puede 

 perseguir los bienes de origen o destinación ilícita, a través de una vía judicial que 

 tiene como finalidad declarar la pérdida del derecho de propiedad de dichos 

 recursos. Su importancia radica en que es un instrumento esencial para la ejecución de las 

 estrategias contra el crimen organizado, ya que cumple un papel fundamental en la 

 desarticulación de organizaciones y redes criminales, además de detener los efectos que 
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 genera el flujo de recursos ilícitos en la sociedad. (Observatorio de Lavado de Activos y 

Extincion de Dominio, 2019) 

 

Persona física: 

Individuo con capacidad jurídica para ser titular de derechos y cumplir con 

obligaciones. (Real Academia Española, 2019) 

Derechos: 

Prerrogativa o facultad de una persona reconocida por el ordenamiento jurídico, o 

derivado de relaciones jurídicas con otros sujetos. (Real Academia Española, 2019) 

Derechos fundamentales: 

Derecho de una persona o de un ciudadano, que emana de la dignidad humana, 

del libre desarrollo de la personalidad y de otros valores, se ejerce individualmente o de 

forma colectiva, de contenidos vinculantes a todos los poderes públicos; su 

reconocimiento se establece en normas de toda supremacía material, y su regulación y 

restricción vienen reservados a la ley, que ha respetar el contenido esencial. 

Pretensión jurídica, reconocida por la constitución de una persona frente a los 

poderes públicos y en ocasiones frente a los sujetos privados en virtud de la cual puede 

obligárseles a dar, hacer o no hacer algo. (Real Academia Española, 2019) 

Sujeto de derecho: 
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Persona física, colectiva o entidad a la que se le atribuye legalmente capacidad 

jurídica. (Real Academia Español, 2019) 

 

Garantía de los derechos fundamentales:  

Conjunto de garantía normativas judiciales e institucionales establecidas en la 

Constitución u otras normas para asegurar la protección de los derechos fundamentales, 

su pleno disfrute y ejercicio. (Real Academia Española, 2019) 

Tutela judicial efectiva:  

Derecho fundamental de contenido completo que confiere a toda persona al poder 

jurídico de promover en defensa de sus derechos e intereses legítimos, la actividad de los 

órganos jurisdiccionales que desemboque en una resolución fundada en el derecho tras un 

procedimiento justo, sea o no favorables a las pretensiones formuladas por las partes, y a 

que la resolución se cumpla. (Real Academia Española, 2019) 

Debido proceso: 

Derecho de toda persona a un proceso en el que se respeten los principios y 

garantías de naturaleza procesal consagradas constitucionalmente, imparcialidad del juez, 

publicidad del proceso, posibilidad de asistencia de abogado, prohibición de las 

dilaciones indebidas y utilización de los medos de pruebas pertinente. (Real Academia 

Española, 2019) 
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10.3. Marco Legal 

Constitución de la República Dominicana. 

Código Civil Dominicano. 

Código de Procedimiento Civil Dominicano. 

Código Procesal Penal Dominicano.  

 

11. Cronograma de actividades (Diagrama de Gantt) 
 

  

Actividad 

  

 
Cronograma por semanas 

1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 11 12 

Identificación del tema de 

investigación 

                        

Conversación con asesor de 

contenido para delimitación 

del tema 

                        

Recopilación de 

información sobre el tema 

elegido 

                        

Propuesta del tema a las 

autoridades universitarias 

para su aprobación 
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Elaboración del 

anteproyecto 

                        

Correcciones de lugar 

hechas por el asesor de 

contenido 

                        

Correcciones de lugar 

hechas por el asesor 

metodológico 

                        

Corrección anteproyecto y 

entrega final 

                        

Búsqueda de nueva 
información para la 
elaboración del proyecto 
final; 
  

                        

Redacción del Proyecto 

Final 

                        

Entrega al asesor de 

contenido para revisión y 

luego al asesor 

metodológico, y aplicar 

correcciones de lugar 

                        

Entrega completa Proyecto 

Final 

                        

Sustentación del Proyecto 

Final 

                        

  
 
 

 
12. Presupuesto de inversión 

 
En el desarrollo de la presente investigación se contarán con recursos financieros distribuidos de 
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la siguiente manera:  
 
 
 

Detalle del Presupuesto total 

Categoría Fuentes y usos Total 

Recursos 
externos 

nacionales 

Recursos 
externos 

internaciones 

Recursos 
propios 

1 Honorarios 
de personal 

$ 10 000.00   $ 10 000.00 $ 20 000.00  

2 Materiales     $   5 000.00 $   5 000.00 

3 Equipos     $   5 000.00 $   5 000.00 

4 Bibliografía   $ 10 000.00   $ 10 000.00 

5 Otros     $ 10 000.00 $ 10 000.00 

Total $ 20 000.00 $ 10 000.00 $ 20 000.00 $  50 000.00 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

34 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
13. CAPÍTULO I 

 
 

ASPECTOS CONSTITUCIONALES DE LA 
EXTINCIÓN DE DOMINIO 
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1.1 Derecho de propiedad 

 

Como punto inicial debemos señalar que el proyecto de Ley Modelo sobre Extinción de 

Dominio, considera esta figura como una consecuencia patrimonial de actividades ilícitas 

consistente en la declaración de titularidad a favor del Estado, de los bienes a que se refiere esta 

ley, por sentencia de autoridad judicial, sin contraprestación, ni compensación de naturaleza 

alguna. La extinción de dominio es de naturaleza jurisdiccional, de carácter real en cuanto se 

dirige contra bienes, y se declara a través de un procedimiento autónomo, e independiente de 

cualquier otro juicio o proceso. 

 

De esta forma podemos comenzar a ver que la Extinción de Dominio es una acción que se da 

de manera separada a lo que podría ser un juicio penal debido a que este va dirigido a cuestionar, 

de manera exclusiva, la legitimidad de la obtención o destinación de un bien, lo cual tiene como 

consecuencia el decomiso. Podríamos decir que es una consecuencia patrimonial de las 

actividades ilícitas consistente en la pérdida del Derecho de Dominio a favor del Estado sin 

contraprestación ni compensación de naturaleza alguna para su titular. Esto implica que se refiere 

esencialmente al derecho de propiedad.  

 

Por eso, cuando decimos que es una consecuencia patrimonial nos referimos a que sus 

efectos recaen meramente en el patrimonio ya que este proceso solamente se refiere a la 
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propiedad. Esto significa que la persona titular de la propiedad ni si quiera tiene que estar sujeta 

a una investigación penal. 

Así, podemos ver que la Constitución establece en su artículo 51: 

 

Artículo 51.- Derecho de propiedad. El Estado reconoce y garantiza el derecho de 

propiedad. La propiedad tiene una función social que implica obligaciones. Toda persona tiene 

derecho al goce, disfrute y disposición de sus bienes.  

 

1) Ninguna persona puede ser privada de su propiedad, sino por causa justificada de 

utilidad pública o de interés social, previo pago de su justo valor, determinado por 

acuerdo entre las partes o sentencia de tribunal competente, de conformidad con lo 

establecido en la ley. En caso de declaratoria de Estado de Emergencia o de Defensa, la 

indemnización podrá no ser previa;  

2)  El Estado promoverá, de acuerdo con la ley, el acceso a la propiedad, en especial a la 

propiedad inmobiliaria titulada;  

3) Se declara de interés social la dedicación de la tierra a fines útiles y la eliminación 

gradual del latifundio. Es un objetivo principal de la política social del Estado, promover 

la reforma agraria y la integración de forma efectiva de la población campesina al 

proceso de desarrollo nacional, mediante el estímulo y la cooperación para la 

renovación de sus métodos de producción agrícola y su capacitación tecnológica;  

4) No habrá confiscación por razones políticas de los bienes de las personas físicas o 

jurídicas;  
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5) Sólo podrán ser objeto de confiscación o decomiso, mediante sentencia definitiva, los 

bienes de personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que tengan su origen en 

actos ilícitos cometidos contra el patrimonio público, así como los utilizados o 

provenientes de actividades de tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 

psicotrópicas o relativas a la delincuencia transnacional organizada y de toda infracción 

prevista en las leyes penales;  

6) La ley establecerá el régimen de administración y disposición de bienes incautados y 

abandonados en los procesos penales y en los juicios de extinción de dominio, previstos 

en el ordenamiento jurídico. 

 

En este sentido, si bien es cierto que en principio la propiedad es un derecho casi absoluto, 

limitado sólo por el carácter social del mismo, una vez el bien ha sido transferido y entrado al 

patrimonio de una persona natural o jurídica y este se subroga en los derechos del propietario, 

dicho derecho no puede ser vulnerado, por tratarse de un derecho legítimamente adquirido, y el 

Estado tiene el deber de garantizar y proteger los derechos adquiridos. 

 

Este derecho a la propiedad fue previamente consagrado en el artículo 17 de la Declaración 

Universal de Derechos Humanos, según el cual toda “persona tiene derecho a la propiedad, 

individual y colectivamente”, y nadie puede ser “privado arbitrariamente de su propiedad”. 
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Lo recoge, además, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en su artículo 

21, al establecer que: “Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes”, y, asimismo, que 

“Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de indemnización 

justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y según las formas 

establecidas por la ley.  

 

En virtud de las disposiciones precedentemente descritas, la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos ha reiterado jurisprudencia en la que señala como atributos de la propiedad 

el uso y goce del bien, definiendo los bienes como cosas materiales apropiables, así como todo 

derecho que pueda formar parte del patrimonio de una persona; además, dicha Corte ha 

establecido un concepto amplio de propiedad, determinando que ésta comprende todos los 

muebles e inmuebles, los elementos corporales e incorporales y cualquier otro objeto inmaterial 

susceptible de valor. En ese mismo tenor, este Tribunal dispuso que la concesión del derecho de 

propiedad tiene tres dimensiones para que pueda ser efectivo, como son: el goce, el disfrute y la 

disposición, definiendo el derecho de propiedad como el derecho exclusivo al uso de un objeto o 

bien aprovecharse de los beneficios que este bien produzca y a disponer de dicho bien, ya sea 

transformándolo, distrayéndolo o transfiriendo los derechos sobre los mismos. TC/0394/14 

(Tribunal Constitucional 2014). 

 

 

1.2. Irretroactividad de la ley. 
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En lo que se refiere al carácter retroactivo de la Ley de Extinción de Dominio, debemos 

hacer algunos señalamientos. En primer término, la irretroactividad de la ley es un concepto de 

linaje constitucional: está consignado en el artículo 110 de nuestra Carta Magna, cuando dispone 

que: 

Artículo 110.- Irretroactividad de la ley. La ley sólo dispone y se aplica para lo porvenir. 

No tiene efecto retroactivo sino cuando sea favorable al que esté subjúdice o cumpliendo 

condena. En ningún caso los poderes públicos o la ley podrán afectar o alterar la seguridad 

jurídica derivada de situaciones establecidas conforme a una legislación anterior. 

 

Ante todo, importante resulta recordar que la primera razón de ser del principio de 

irretroactividad de la ley es garantizar la seguridad jurídica, entendida como el derecho de toda 

persona a tener conocimiento cabal de las consecuencias que, en derecho, derivan de sus 

actuaciones o de sus omisiones. En otras palabras, el principio de irretroactividad prohíbe, por un 

lado, la aplicación retroactiva de leyes gravosas para los derechos fundamentales, al tiempo que 

autoriza su aplicación cuando la misma favorece los derechos. Es lo que se conoce como 

principio de favorabilidad al que ya se ha hecho referencia más arriba. 

 

El principio de irretroactividad protege la seguridad jurídica, al impedir que una nueva 

ley pueda modificar situaciones jurídicas consolidadas con anterioridad a su promulgación y 

amparadas en los principios y lineamientos contenidos en la legislación precedente.  
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Las leyes han de aplicarse en forma inmediata y hacia el futuro, afectando tanto a los 

hechos acaecidos durante su vigencia como a aquellos que, iniciados bajo el imperio de la ley 

anterior, se consuman efectivamente con posterioridad a su derogatoria. TENA DE SOSA, F. 

(2011). Constitución comentada, Finjus. (p. 225). Santo Domingo, República Dominicana. 

 

Pero ese concepto de irretroactividad de la ley no se corresponde con la Ley de Extinción 

de Dominio. Es de notar que el mismo artículo de la Constitución habla de que no se puede 

afectar la seguridad jurídica derivada de situaciones establecidas conforme a una legislación 

anterior. Por tanto, se hace referencia a que el estatus jurídico se adquirió conforme a “una 

legislación anterior”, no conforme a una infracción.  

 

Ya hemos dicho que los bienes adquiridos de manera ilícita, con recursos producto de 

infracciones, no pueden adquirir legalidad por el paso del tiempo. No es que la ley sea 

retroactiva, es que el paso del tiempo no puede convertir en legal lo que fue producto de una 

infracción.  

 

Además, una ley se considera con efecto retroactivo cuando viola o desconoce derechos 

adquiridos conforme a una ley anterior y se hace la distinción de que no lo será si tal 

desconocimiento sólo es de expectativas de derecho. En consecuencia, los derechos adquiridos 

serán aquellos que entran y pasan a formar parte de la esfera del destinatario de la norma y, por 

tanto, no pueden ya ser eliminados. 
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La entrada en vigencia de una nueva ley tiene una indiscutible relación con el tiempo, que 

en algunas ocasiones debe ser graduada por el legislador para establecer concretamente a qué se 

le dará efecto retroactivo y hasta dónde se produce el alcance de dicha retroacción, cuyos efectos 

y formas de aplicación dan origen a lo que la doctrina ha denominado “conflictos de leyes en el 

tiempo”. El principio de irretroactividad de la ley tiene una función determinante dentro de un 

sistema jurídico. Por ello está plasmado dentro de las garantías constitucionales que soportan la 

seguridad jurídica indispensable para la supervivencia de la sociedad.  

 

Precisamente, una de las teorías que explica el problema de la irretroactividad de la ley es 

la de “los derechos adquiridos” o “situación jurídica consolidada” a la luz de la legislación. Esta 

garantía se traduce en la certidumbre de que un cambio en el ordenamiento no puede tener como 

consecuencia sustraer el bien o el derecho de la persona que se encuentra en el supuesto previsto 

en la norma derogada o modificada, pues de no serlo, la nueva ley estaría rigiendo situaciones 

jurídicas antes de su existencia material.  

 

En ese tenor, podemos resaltar que con respecto a la aplicación retroactiva de la ley, la 

Corte de Constitucionalidad de Colombia ha expresado lo siguiente:  

 

“(…) para que una ley sea retroactiva, es indispensable que obre sobre el pasado y que 

lesiones derechos plenamente adquirido bajo el amparo de leyes anteriores, para modificarlos, y 

que el derecho adquirido existe cuando se consolida una facultad, un beneficio o una relación en 
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el ámbito de la esfera jurídica de una persona”. Sentencia de fecha 22/4/2008. 

 

Tomando en cuenta el criterio que sigue la  Corte de Constitucionalidad con respecto al 

tema de la aplicación de la ley en forma retroactiva, podemos deducir que las normas no tienen 

aplicación hacia el pasado, cuando se han adquirido derechos al amparo de las normas vigentes 

en el tiempo en que estos derechos se han consolidado.  Sin embargo, cuando hablamos de 

bienes que han sido adquiridos al amparo o en razón de la comisión de actividades ilícitas, 

tomando en cuenta que el tiempo no puede legitimar aquellos bienes que han sido obtenidos de 

esa forma, entendemos que, aunque el negocio jurídico en la forma tenga apariencia de legalidad, 

en el fondo por provenir dichos bienes de la comisión de actos delictivos, los mismos no tienen 

consolidado el derecho de propiedad y aunque hayan sido obtenidos hace veinte años, al día de 

hoy mantienen su misma condición de ilicitud.  

 

La entrada en vigencia de una nueva ley tiene una indiscutible relación con el tiempo, que 

en algunas ocasiones debe ser graduada por el legislador para establecer concretamente a qué se 

le dará efecto retroactivo y hasta dónde se produce el alcance de dicha retroacción, cuyos efectos 

y formas de aplicación dan origen a lo que la doctrina ha denominado “conflictos de leyes en el 

tiempo”. El principio de irretroactividad de la ley tiene una función determinante dentro de un 

sistema jurídico. Por ello está plasmado dentro de las garantías constitucionales que soportan la 

seguridad jurídica indispensable para la supervivencia de la sociedad.  

 

Precisamente, una de las teorías que explica el problema de la irretroactividad de la ley es 

la de “los derechos adquiridos” o “situación jurídica consolidada” a la luz de la legislación.  
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Esta garantía se traduce en la certidumbre de que un cambio en el ordenamiento no puede 

tener como consecuencia sustraer el bien o el derecho de la persona que se encuentra en el 

supuesto previsto en la norma derogada o modificada, pues de no serlo, la nueva ley estaría 

rigiendo situaciones jurídicas antes de su existencia material. TC/0039/14 (Tribunal 

Constitucional 2014). 

 

En relación con el principio de irretroactividad, el Tribunal Supremo de Justicia de 

Venezuela, Sala de Casación Civil, Sentencia núm. 438, del veinte (20) de diciembre de dos mil 

uno (2001), puntualizó que:  

 

(...) el problema de la retroactividad entraña tres cuestiones claramente diferenciables, 

que son, a la vez, los tres requisitos esenciales de toda aplicación de la ley que no incurra en 

vicio de retroactividad:  

 

1º) La ley no debe afectar a la existencia de cualesquiera supuestos de hecho 

(hechos, actos o negocios jurídicos) anteriores a su vigencia, es decir, la nueva ley no 

debe valorar hechos anteriores a su entrada en vigor.  

2º) La ley no debe afectar los efectos anteriores a su vigencia de cualesquiera de 

los supuestos de hecho.  

3º) La ley no debe afectar a los efectos posteriores a su vigencia de los supuestos 

de hecho verificados con anterioridad a ella (...)”. TC/0609/15 (Tribunal Constitucional 
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2015). 

 

En la doctrina sentada por el Tribunal Constitucional español se puede advertir que esta 

idea es compartida. Por ejemplo, en la STC 235/2000, de 5 de octubre, f. j. 8°, se ha declarado 

que “...la seguridad jurídica, según constante doctrina de este Tribunal, es suma de certeza y 

legalidad, jerarquía y publicidad normativa, irretroactividad de lo no favorable e interdicción de 

la arbitrariedad, sin perjuicio del valor que por sí mismo tiene aquel principio...”.  

 

De dicha declaración se desprende que el principio de irretroactividad forma parte de las 

exigencias de la seguridad jurídica, por lo que su fundamento último se encuentra en ésta. Y no 

impide tal conclusión el hecho de que en la sentencia citada se esté aludiendo a la 

irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos 

individuales a que se refiere el artículo 9.3 de la Constitución española, y no al artículo 25.1 de la 

misma –donde se consagra la irretroactividad de las leyes penales–, ya que, como el propio 

Tribunal Constitucional de ese país lo ha señalado, el artículo 25.1 es una concreción de diversos 

aspectos del Estado de Derecho en el ámbito del Derecho estatal sancionador, enunciados ya con 

carácter general en el artículo 9.3. Más aún, aludiendo ya al artículo 25.1, ha reconocido, directa 

o indirectamente, que el fundamento de la irretroactividad de la ley penal es la seguridad 

jurídica, al señalar que el fin de aquélla es la “...protección del autor frente a las penas 

sobrevenidas...”, que la garantía material que el señalado precepto contempla “...refleja la 

trascendencia del principio de seguridad en los ámbitos sancionadores, penal y administrativo, e 

incorpora la existencia de predeterminación normativa de las conductas ilícitas y de las sanciones 

correspondientes...”, y que “...el principio de legalidad penal [...] se vincula [...] con el derecho 
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de los ciudadanos a la seguridad jurídica...” Sánchez, S. (2000). Legislación penal socio-

económica y retroactividad de disposiciones favorables: El caso de las “leyes en blanco”  

1.3. Presunción de inocencia 

 

El “derecho a la presunción de inocencia” protegido por diferentes instrumentos 

internacionales de derechos humanos que integran el bloque de constitucionalidad, conforme la 

Resolución núm. 1920-03, dictada por la Suprema Corte de Justicia el trece (13) de noviembre 

de dos mil tres (2003); a saber: los artículos 8.2 de la Convención Americana de Derechos 

Humanos; 14.2 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos; 11.1 de la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos y el artículo 11 de la citada resolución núm. 

1920-03.  

 

El mismo se encuentra consagrado en el artículo 69 sobre tutela judicial efectiva y debido 

proceso, numeral 3 de la Constitución, el cual dicta lo siguiente: El derecho a que se presuma su 

inocencia y a ser tratada como tal, mientras no se haya declarado su culpabilidad por sentencia 

irrevocable.  

 

Hasta la proclamación de la reforma constitucional del veintiséis (26) de enero de dos mil 

diez (2010), el principio de presunción de inocencia fue incorporado a nuestro ordenamiento 

normativo a través de las anteriormente citadas disposiciones que integran el denominado bloque 

de constitucionalidad.  

Al respecto, en su Sentencia núm. 3, del dos (2) de abril de dos mil ocho (2008) (B. J. 

núm. 1169, página 299) la Suprema Corte de Justicia, en sus funciones de corte de casación 
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consignó que “la presunción de inocencia”, también conocida como “principio de inocencia o 

derecho a la presunción de inocencia”, es un estado jurídico de inocencia que: 

 

… no se destruye con el procesamiento ni con la acusación, sino, con la decisión 

definitiva sobre la responsabilidad penal de quien se acusa y en cuanto a los hechos de la 

imputación”;… que este principio o derecho fundamental del que goza toda persona a quien se le 

imputa la comisión de una infracción, permanece hasta el momento en que se dicta en su contra 

una sentencia definitiva que haya adquirido la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada. 

 

La esencia de esa decisión se aprecia en lo consignado en el artículo 69.3 de la 

Constitución reformada en el año dos mil diez (2010), de conformidad con el cual, “toda 

persona” tiene el derecho a que se presuma su inocencia y a ser tratada como tal, mientras no se 

haya declarado su culpabilidad por sentencia irrevocable”.  

 

Sobre el particular, en su Sentencia TC/0051/14, el Tribunal Constitucional señaló que 

“la presunción de inocencia es una de las garantías del debido proceso y de la Tutela Judicial 

Efectiva”. “… supone que toda persona debe considerarse inocente hasta que haya sido 

condenada mediante una sentencia con la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada”. 

Igualmente, en su Sentencia TC/0294/14, estableció que “el principio de la presunción de 

inocencia,… beneficia a todos los imputados involucrados en el proceso penal” 
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Al respecto es pertinente destacar que en la Sentencia C-289/12, del dieciocho (18) de 

abril de dos mil doce (2012), la Corte Constitucional de Colombia señala que la presunción de 

inocencia “significa que cualquier persona es inicial y esencialmente inocente, partiendo del 

supuesto de que sólo se puede declarar responsable al acusado al término de un proceso en el que 

deba estar rodeado de las plenas garantías procesales y se le haya demostrado su culpabilidad”. 

TC/0035/17 (Tribunal Constitucional 2017). 

 

Este concepto de Estado, comienza a germinar dentro del contexto, causas y efectos de la 

revolución francesa de 1789, hecho histórico que acuñaba el lema de “Libertad, igualdad y 

fraternidad”, significando con ello un nuevo orden político e institucional, fundamentado en 

valores, principios e instituciones colectivas, que demandan la intervención activa del Estado 

para garantizar la protección de los derechos de los ciudadanos.  Esta nueva forma de concepción 

y conducción de la administración de estado, la encontramos en la Constitución francesa de 

1858; en la de México (Querétaro), 1917 y en la de Alemania (Weimar), del año 1919. A partir 

de entonces, el referente del modelo estatal se replica en reformas constitucionales sucesivas a 

través de todo el mundo: España, 1978; Honduras, 1982; Brasil, 1988; Colombia, 1991; 

Paraguay, 1992; Perú, 1993; Ecuador, 2008; Bolivia, 2009; la Republica Dominicana, 2010; 

entre otras. 

 

El artículo 7 del texto constitucional dominicano define a nuestro país como un Estado 

Social y Democrático de Derecho y establece que se instituye sobre la base del “respeto de la 
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dignidad humana, los derechos fundamentales, el trabajo, la soberanía popular y la separación e 

independencia de los poderes públicos.” 

De igual modo, el artículo 8 de la Carta Magna, dispone que “es función esencial del 

Estado, la protección efectiva de los derechos de la persona, el respeto de su dignidad y la 

obtención de los medios que le permitan perfeccionarse de forma igualitaria, equitativa y 

progresiva, dentro de un marco de libertad individual y de justicia social, compatibles con el 

orden público, el bienestar general y los derechos de todos y todas”. 

 

Por consiguiente, la Constitución establece un conjunto de normas y garantías que 

revisten de  manera especial el proceso judicial y las personas encausadas. 

 

Este derecho es reconocido, igualmente, por tratados internacionales como la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos que en su artículo 11 prescribe  que: “Toda persona acusada 

de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, 

conforme a la ley en juicio público en el que se hayan asegurado todas las garantías necesarias 

para su defensa”; la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece en su artículo 8 

que “toda persona inculpada del delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no 

se establezca legalmente su culpabilidad”; y el artículo 14.2 del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos consigna que “toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se 

presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley.” 
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El derecho a la presunción de inocencia forma parte del principio de dignidad del ser 

humano establecido en el artículo 38 de la Constitución y que, entre otras cosas, establece que 

esa dignidad “es sagrada, innata e inviolable; su respeto y protección constituyen una 

responsabilidad esencial de los poderes públicos.” 

 

Es así, entonces, como la presunción de inocencia se considera iuris tantum, es decir, un 

hecho cierto hasta tanto no se demuestre lo contrario. 

 

En el libro “Derecho y razón”, el reconocido jurista italiano Luigi Ferrajoli escribe que: 

“La presunción de inocencia no solamente es una garantía de libertad y de verdad, sino además 

una garantía de seguridad o si se quiere de defensa social; de esa “seguridad” específica ofrecida 

por el Estado de Derecho y que se expresa en la confianza de los ciudadanos en la justicia; y de 

esa específica “defensa” que se ofrece a éstos frente al arbitrio punitivo.” 

 

La presunción de inocencia no tiene únicamente una dimensión procesal, comporta 

además una vertiente social o mediática, y en muchas ocasiones,  el simple hecho de la acusación 

es visto públicamente como una condena, porque han sido inducidas a crear percepciones 

públicas. Bautista, F. (2015). La presunción de inocencia. Listín Diario. 

https://listindiario.com/puntos-de-vista/2015/12/23/401497/la-presuncion-de-inocencia 
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1.4. Derecho de Defensa 

 

El mismo se encuentra consagrado en el artículo 69 sobre tutela judicial efectiva y debido 

proceso, numeral 4 de la Constitución, el cual dicta lo siguiente: El derecho a un juicio público, 

oral y contradictorio, en plena igualdad y con respeto al derecho de defensa; 

 

El Tribunal Constitucional en su Sentencia TC/0440/14, ratificó su criterio en torno al derecho 

de defensa. En el mismo sentido, el Tribunal Constitucional de Perú, citado previamente por este 

Tribunal en su sentencia TC/0044/12, consideró que  

 

…el derecho de defensa es un derecho que atraviesa transversalmente a todo el proceso 

judicial, cualquiera que sea su materia. La posibilidad de su ejercicio presupone, en lo que aquí 

interesa, que quienes participan en un proceso judicial para la determinación de sus derechos y 

obligaciones jurídicas tengan conocimiento, previo y oportuno, de los diferentes actos procesales 

que los pudieran afectar, a fin de que tengan la oportunidad de ejercer, según la etapa procesal de 

que se trate, los derechos procesales que correspondan” (Sentencia 4945-2006-AA/TC de fecha 

16 de agosto de 2006; Tribunal Constitucional de Perú).  

 

Así pues, podemos afirmar que uno de los pilares del derecho de defensa, es la 

posibilidad que tiene la persona de estar presente en todas las etapas del proceso judicial donde 

está en juego algún interés o derecho fundamental que le pertenece. La presencia de las partes en 

un proceso se garantiza, de manera principal, mediante la notificación a cada parte de la fecha, 
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hora y lugar donde se discutirán los asuntos relativos al proceso. 

 

 

Por derecho de defensa, puede entenderse el derecho fundamental que asiste a todo 

imputado y a su Abogado defensor a comparecer inmediatamente en la instrucción y a lo largo 

de todo el proceso penal a fin de poder contestar con eficacia la imputación o acusación contra 

aquél existente, articulando con plena libertad e igualdad de armas los actos de prueba, de 

postulación e impugnación necesarios para hacer valer dentro del proceso penal el derecho a la 

libertad que asiste a todo ciudadano que, por no haber sido condenado, se presume inocente.  

 

La vigencia del principio supone, como lo señala MORENO CATENA, el 

reconocimiento del ordenamiento jurídico a un derecho de signo contrario el derecho que tiene el 

imputado o procesado de hacer uso de una adecuada defensa. De tal manera que la defensa opera 

como un factor de legitimidad de la acusación y de la sanción penal. También confluyen en la 

defensa otras garantías y derechos como la audiencia del procesado, la contradicción procesal, el 

derecho a la asistencia técnica del abogado. 

 

Los distintos ordenamientos jurídicos consagran este derecho. Las Constituciones lo 

regulan expresamente en concordancia con las normas contenidas en los Tratados y Convenios 

Internacionales. 

 

La Declaración Universal de Derechos Humanos expresa, junto al derecho a la 

presunción de inocencia, el derecho de toda persona acusada de delito a un juicio público en el 
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que le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa.  

 

En el Convenio de Roma se establece mediante un texto más concreto el derecho a 

defenderse así mismo o a ser asistido por un defensor de su elección y, si no tiene medios para 

remunerar a un defensor, podrá ser asistido gratuitamente por un abogado de oficio. Cuando los 

intereses de la justicia así lo exijan. En términos semejantes se reitera este derecho en el Pacto de 

Nueva York y en el Pacto de San José de Costa Rica, resaltándose la comunicación libre y 

privada con el defensor y la irrenunciabilidad del derecho a ser asistido por un defensor 

proporcionado por el Estado. 

 

En la legislación peruana se recoge esta máxima cuando se establece como garantía de la 

Administración de Justicia, el no ser privado del derecho de defensa en cualquier estado del 

proceso. Correspondiendo al Estado proveer la defensa gratuita a las personas de escasos 

recursos (art. 233 inc. 9 Constitución de 1979) o cuando se prescribe el derecho del imputado a 

comunicarse y a ser asesorado por un defensor de su elección desde que es citado o detenido por 

la autoridad (art.2º inc. 20 ap h) Constitución 1979). La Constitución de 1993 reitera lo 

expresado (art.139 inciso 14). Pero reafirma el derecho de toda persona a “no ser privado del 

derecho de defensa en ningún estado del proceso”. Estas normas se reproducen y especifican en 

el Código de Procedimientos Penales de 1940, referido al Ministerio de Defensa regulado en los 

artículos 67 a 71, modificado parcialmente por la Ley Nº 24388, en cuanto a la intervención de la 

defensa en las diferentes etapas del procedimiento penal. 
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El Código Procesal Penal reconoce expresamente el derecho a la defensa como uno de 

sus principios fundamentales en el artículo IX del Título Preliminar “toda persona tiene derecho 

inviolable e irrestricto a que se le informe de sus derechos, a que se le comunique de inmediato y 

detalladamente la imputación formulada en su contra, y a ser asistida por un abogado defensor de 

su elección o, en su caso, por un Abogado de oficio, desde que es citada o detenido por la 

autoridad.” El proceso penal garantiza el ejercicio de los derechos que corresponden a la persona 

agraviada por el delito. 

Los Pactos internacionales también regulan la defensa oficial, como el “derecho 

irrenunciable” del imputado a ser asistido gratuitamente por un defensor proporcionado por el 

Estado, cuando no designare defensor. Velásquez Velásquez, I.V.: El derecho de defensa en el 

nuevo modelo procesal penal, en Contribuciones a las Ciencias Sociales, julio 

2008. www.eumed.net/rev/cccss 
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14. CAPÍTULO II 

 

 

DIFERENCIAS ENTRE EXPROPIACIÓN, DECOMISO  

Y EXTINCIÓN DE DOMINIO 
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2.1. Expropiación 

 

La expropiación  definida como el acto mediante el cual se priva a alguien de la 

propiedad de un bien con arreglo a la ley. En ese entendido nadie puede ser privado de su 

propiedad sino mediante sentencia motivada y conforme a las normas. Casado, María Laura. 

(2008). Diccionario de Derecho. Florida: Valletta Ediciones. 

 

No obstante Henri Capitant lo define como “Cualquier operación, contra la voluntad de 

su dueño, tiende a privarlo de su propiedad predial.” en ese mismo tenor dice “la operación que 

busca privar de sus derechos al titular de un derecho inmobiliario real”. Capitant, H. (1995). In 

J. Restrepo, Vocabulario Juridico (2nd ed.). 

 

Por lo general esta acción es propia del Estado, hacia un sujeto de derecho, pero realizado 

conforme a las normas que lo rigen, como lo es la Ley No. 344, del 29 de julio de 1943 y sus 

modificaciones, que establece el procedimiento para la Expropiación intentadas por el Estado.  

 

El estado al momento de realizar la expropiación, por lo general tiene una razón donde el 

colectivo se verá beneficiado al tomar esta propiedad, y está en el deber de justificar dicha 

actividad, ya que realmente el Estado, debe garantizar los derechos de los ciudadanos, no 

obstante al realizar dicha acción se encuentra vulnerando el derecho de un individuo, y es ahí 

donde nace la necesidad imperiosa de justificar la expropiación.  
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La expropiación cuenta con unas características específicas como que en principio debe 

estar acogida dentro del marco de las  normas, y como bien lo establece la ley 344, el individuo 

que sufre la expropiación debe el Estado pagar una contraprestación justa por el valor del bien. 

Esta suele darse en forma de indemnización al individuo, y siendo esta una característica 

fundamental de la expropiación.  

 

2.2. Decomiso 

 

El decomiso definido como  aquella pena que recae sobre aquel que comercia en 

géneros prohibidos por la ley, consistiendo la misma en la incautación de la mercadería o los 

bienes objeto del negocio lícito. Casado, María Laura. (2008). Diccionario de Derecho. Florida: 

Valletta Ediciones. 

 

Por otra parte la convención de Viena de 1988 define el decomiso como ´´la privación 

con carácter definitivo de algún bien por decisión de un tribunal o de otra autoridad 

competente´´. Como podemos ver ambas definiciones van en un mismo tenor en cuanto a la 

privación o incautación del bien que se obtuvo por el comercio de este de manera ilícita. 

Convención de las Naciones Unidas contra Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotropicas. 

(1988) (p. Artículo 1, Inciso f). Viena. 
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El decomiso es considerado  como un instrumento a través del cual  el estado toma la 

potestad de los bienes  que tengan  su procedencia  de  actividades ilícitas mediante  una 

sentencia que adquiera la cosa irrevocablemente juzgada, para que se compruebe la transgresión 

de la norma. 

 

Podemos observar que los bienes que son objetos del decomiso fueron adquiridos de 

manera ilícita en principio, entonces en ese entendido los bienes son incautados hasta que se 

demuestre la culpabilidad o no del propietario de los bienes por medio de una sentencia con la 

autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada.  

 

En el caso de que se demuestre la no culpabilidad del propietario del bien, el estado se 

ve  en la obligación de devolver los mismos, sin embargo, si se demuestra la responsabilidad 

penal dentro del proceso, por parte de los actores y propietarios de los bienes que mediante 

sentencia se describa cuáles son los objetos del decomiso y dichos bienes pasan a la 

procuraduría, por consiguiente el Estado. 

 

2.3. Extinción de dominio 

 

La extinción de dominio  según el observatorio de lavado de activos y extinción de 

dominio de la Universidad del Rosario de Colombia, ´´es un mecanismo mediante el cual el 

Estado puede perseguir los bienes de origen o destinación ilícita, a través de una vía judicial que 

tiene como finalidad declarar la pérdida del derecho de propiedad de dichos recursos.  
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Su importancia radica en que es un instrumento esencial para la ejecución de las 

estrategias  contra el crimen organizado, ya que cumple un papel fundamental en la 

desarticulación de organizaciones y redes criminales, además de detener los efectos que genera el 

flujo de recursos ilícitos en la sociedad. 

  

Según lo define el Ex magistrado de la Suprema Corte de Justicia Alejandro Moscoso 

Segarra, conceptualiza la extinción de dominio como “una acción autónoma” que persigue la 

extinción del derecho de propiedad de bienes (muebles e inmuebles) considerados o reputados 

como ilícitos, y disponerlos a favor del Estado”. Moscoso S., A. (2019). Proyecto de ley de 

extinción de dominio. Listín Diario. 

https://listindiario.com/economia/2019/08/08/577328/proyecto-de-ley-de-extincion-de-dominio 

 

La figura de la extinción de dominio más bien facilita la extinción de aquel bien que 

presuntamente fue adquirido de manera ilícita por una persona, resulta que se abren dos procesos 

de manera paralela, se abre un proceso penal en contra de la persona  y se abre un proceso de 

extinción de dominio en contra de los bienes que tomaron en posesión de dicha persona,  de esta 

manera puede el imputado ser declarado inocente en el proceso penal , sin embargo se le puede 

extinguir la posesión de los bienes que fueron objetos del proceso de extinción de dominio, es 

decir que la figura de extinción de dominio es autónoma y está no tiene que ver con el proceso 

penal. De hecho, el proceso de extinción de dominio puede ser iniciado sin la existencia de un 

proceso penal. Esto así porque la extinción de dominio a lo único que va dirigido es a la 

verificación de la legalidad o ilegalidad de la obtención de un bien.  
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En un estudio reciente (Osser, 2018) establece que esta figura tiene sus raíces en 

Colombia como consecuencia de las duras experiencias vividas por su pueblo y sus autoridades a 

lo largo de muchos años de padecer el flagelo del narcotráfico.  

 

El primer intento de extinción de dominio aparece en el año 1996 mediante la Ley núm. 

333, la cual no tuvo muy buenos resultados en razón de que al ser un instrumento legislativo 

novedoso, que entraba en contradicción con ideologías penalistas, su ubicación en el campo 

jurídico no fue tan clara como debió serlo. 

  

Sin embargo, en la entrada al gobierno del presidente Álvaro Uribe Vélez en el año 2002, 

se emitió el decreto núm. 1975-2002 el cual conminó a que se reunieron las principales 

instituciones responsables de la eficacia de la ley a los fines de ser discutida. 

  

Desde la fecha, la figura extinción de dominio se convirtió en una realidad, ya que debido 

al decreto se elaboró la Ley núm. 793-2002 derogando la anterior y, de esta manera, se 

reforzaron debilidades que persistían en la antigua legislatura, tales como: despenalizar y 

despersonalizar la acción, es decir, que a partir de entonces la figura cobra autonomía e identidad 

y adquiere un carácter meramente real. Osser, S. O. (2018, 12 enero). Reseña histórica de la 

extinción de dominio. Recuperado 10 agosto, 2019, de 

http://www.abogadosdq.com/2018/01/analisis-sobre-extincion-de-dominio-y.html 
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Expropiación Decomiso Extinción de dominio 
 La expropiación es una 

figura que lleva su 
aplicación ante los bienes 
que son lícitos pero que 
por razón de necesidad 
de utilidad pública los 
mismos deben pasar a 
manos del estado. 

 
 En la Expropiación hay 

una verdadera perdida 
del derecho de dominio 
ya que su titular original 
deja de ser el dueño del 
bien.  

 
 Otra de las diferencias 

que vemos es que en la 
expropiación el estado 
está en la obligación de 
indemnizar al individuo 
de manera justa por la 
pérdida del derecho sobre 
la propiedad.   

 Es visto como la 
herramienta a través de la 
cual el Estado toma la 
potestad de las 
propiedades que vienen 
de procedencia ilícita a 
través de una sentencia, 
entonces el estado debe 
de cumplir con la 
existencia de una 
responsabilidad penal. 

 
 Esta figura no puede 

ejecutarse sin una 
determinación previa de 
una responsabilidad 
penal y que la sentencia 
que tenga disponga  
dicho decomiso. Alguno 
de los elementos por lo 
cual esta figura pierde 
fuerza contra la 
criminalidad organizada: 

 
i)  Está sujeta a 

varios 
requisitos para 
poder 
efectuarse. 

 
ii)  Es una pena 

accesoria y 
depende de 
una pena 
principal. 

 
iii) Si las 

propiedades 
están a nombre 
de otra persona 
hay que 
esperar 
sentencia para 

 Esta figura no es una 
pena, porque la misma no 
tiene naturaleza 
sancionatoria aun cuando 
los bienes tienen un 
origen visto como delito 
en el código penal. 

 
 En la extinción de 

dominio, la persona es 
dueña del bien 
aparentemente y la 
sentencia lo que hace es 
reconocer esa potestad 
por lo cual no se presenta 
el efecto de la pérdida de 
un derecho adquirido. 
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poder 
decomisarlos. 

 

 

 

 

 

15. CAPÍTULO III 

 

 

ANÁLISIS COMPARATIVO SOBRE LA FIGURA  

DE EXTINCIÓN DE DOMINIO EN LOS SISTEMAS LATINOAMERICANOS 
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3.1. Estados Unidos Mexicanos 

 

Ley federal de extinción de dominio, reglamentaria del artículo 22 de la constitución 

política de los estados unidos mexicanos, establece en su Artículo  3 y siguientes: 

 

Artículo 3. La extinción de dominio es la pérdida de los derechos sobre los bienes 

mencionados en los artículos 2 y 8 de la presente Ley, sin contraprestación ni compensación 

alguna para su dueño ni para quien se ostente o comporte como tal. La sentencia en la que se 

declare tendrá por efecto que los bienes se apliquen a favor del Estado. 

 

De la acción de Extinción de Dominio Artículo 5. La acción de extinción de dominio es 

de carácter real, de contenido patrimonial, y procederá sobre cualquier bien, independientemente 

de quien lo tenga en su poder, o lo haya adquirido.  
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El ejercicio de la acción de extinción de dominio corresponde al Ministerio Público. A la 

acción de extinción de dominio se aplicarán las reglas de prescripción previstas para los hechos 

ilícitos señalados en el artículo 7, de conformidad con los plazos establecidos en el artículo 102 

del Código Penal Federal, excepto en el caso de los bienes que sean producto del delito que será 

imprescriptible. El Ministerio Público podrá desistirse de la acción de extinción de dominio en 

cualquier momento, antes de que se dicte sentencia definitiva, previo acuerdo del Procurador 

General de la República. En los mismos términos, podrá desistirse de la pretensión respecto de 

ciertos bienes objeto de la acción de extinción de dominio. 

 

 

Artículo 6. Para la preparación de la acción de extinción de dominio, el Ministerio 

Público podrá emplear la información que se genere en las averiguaciones previas que inicie en 

términos del Código Federal de Procedimientos Penales y, en su caso, de la Ley Federal Contra 

la Delincuencia Organizada, así como las resoluciones a que se refiere el artículo 12 Bis de esta 

Ley. Artículo reformado DOF 14-03-2014  

 

Artículo 7. La acción de extinción de dominio se ejercerá, respecto de los bienes a que se 

refiere el artículo siguiente, aun cuando no se haya determinado la responsabilidad penal en los 

casos de los delitos previstos en la fracción II del artículo 22 constitucional.  

 

El ejercicio de la acción de extinción de dominio se sustentará en la información que 

recabe el Ministerio Público cuando se haya iniciado la averiguación previa, o en las actuaciones 

conducentes del procedimiento penal respectivo, o de ambas, cuando de ella se desprenda que el 
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hecho ilícito sucedió y que los bienes se ubican en los supuestos del artículo siguiente, así como 

las resoluciones a que se refiere el artículo 12 Bis de esta Ley. Ley Federal de Extinción de 

Dominio, reglamentaria del artículo 22 de la constitución política de los estados unidos 

mexicanos (2016). México, Distrito Federal. 

 

 

 

 

 

 

La figura legal de la extinción de dominio, modalidad que prevé la pérdida absoluta de la 

potestad que tenga un particular sobre un bien y la aplicación del mismo a favor del Estado, lo 

anterior en los casos en los que existan elementos para acreditar que tales bienes o recursos 

provienen directa o indirectamente de actividades ilícitas, que hayan sido utilizados como medio 

para la comisión de delitos o son el fruto o el resultado de la enajenación de bienes que tienen 

origen en actividades ilícitas. 

 

Las propuestas que se han presentado para adecuar el marco normativo sobre el tema de 

la extinción de dominio, es de señalar en primer término la iniciativa presentada al respecto en 

septiembre de 2008 por el Ejecutivo Federal y que aprobara el Senado de la República el 2 de 

abril de 2009. Esta propuesta despertó amplia polémica y generó un intenso debate parlamentario 

y mediático. 
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Identificada como un instrumento legislativo que afectaría financieramente a la 

delincuencia organizada mediante la aplicación a favor del Estado de los recursos de procedencia 

ilícita, la figura de la extinción de dominio encuentra una referencia normativa a nivel local en la 

Ley de Extinción de Dominio para el Distrito Federal aprobada recientemente por la Asamblea 

Legislativa capitalina. González Rodríguez, J. (2009). El lavado de dinero en México, 

escenarios, marco legal y propuestas legislativas. El Parque, México, Distrito Federal. 

 

 

 

En la reforma constitucional se agrega una nueva figura jurídica a través de la cual el 

dominio sobre bienes relacionados con la comisión de delitos podrá revertirse a favor del Estado. 

Esta es la figura de la extinción de dominio y se regula estableciendo que tampoco se considerará 

como confiscación “[…] la aplicación a favor del estado […] de aquellos bienes cuyo dominio se 

declare extinto en sentencia”. Se señalan las reglas que deberán reunir el procedimiento relativo 

a la extinción del dominio:  

 

I. Se llevará a cabo mediante un procedimiento jurisdiccional, diverso al de la materia 

penal.  

II. II. Es requisito de procedencia la relación de los actos que motiva la extinción de 

dominio con los delitos de delincuencia organizada, contra la salud, secuestro, robo 

de vehículos y trata de personas.  

III. III. Sólo podrá aplicarse respecto de los siguientes bienes: 
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a. Los que sean instrumento, objeto o producto del delito, siempre que se acredite que se 

presentó el hecho ilícito.  

b. Los que aún sin ser instrumento objeto o producto del delito, se hubiesen utilizado o 

destinado para ocultar o mezclar bienes producto del delito (blanqueo de dinero).  

c. Aquellos que se utilizan para la comisión de delitos por un tercero que no sea el dueño 

de los bienes, cuando éste tuvo conocimiento de aquello y no procuró impedirlo.  

d. Los bienes que se encuentren a nombre de terceros, siempre y cuando se demuestre 

que derivan del producto de delitos patrimoniales o de delincuencia organizada y el acusado por 

esos delitos se haya comportado como dueño de los bienes mencionados.  

Las personas que se consideren afectadas (terceros) podrán interponer los recursos 

respectivos para demostrar la procedencia lícita de los bienes, así como su actuación de buena fe 

o que desconocían la utilización ilícita de dichos bienes. 

 

La regulación secundaria incipiente en nuestro país, al igual que la legislación de 

Colombia, atribuye a la extinción de dominio la naturaleza de un derecho real. 

 

En lo que concierne a la legislación colombiana, la ley 333 de 1996 —a través de la cual 

se establecen las normas de extinción de dominio sobre los bienes adquiridos en forma ilícita del 

Estado colombiano— menciona, en el primer párrafo del artículo siete, lo siguiente: “De la 

naturaleza de la acción. La acción de extinción del dominio de que trata esta ley es de naturaleza 

jurisdiccional y de carácter real, y procederá contra el titular real o presunto y beneficiarios 

reales de los bienes, independientemente de quien los tenga en su poder o lo haya adquirido, y 

sin perjuicio de los derechos de los terceros de buena fe. En ningún caso se podrá intentar la 
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acción de extinción de dominio en forma independiente, si hay actuaciones penales en curso”. 

No se desprende de la exposición de motivos de la legislación federal mexicana el por qué se 

atribuye el carácter de real a la acción de extinción de dominio. Relacionado con esto sólo se 

menciona que:  

[…] es una figura distinta e independiente de la responsabilidad penal, y que no 

implica la imposición de una pena a un delincuente por la comisión de un delito, sino que 

se trata de una acción real, autónoma y de carácter patrimonial, que se inicia y desarrolla 

en relación con bienes concretos y determinados con observancia de las garantías del 

debido proceso. 

 

Le atribuyen a la extinción de dominio el carácter civil, implicando con esto la autonomía 

que tienen respecto del procedimiento penal y, por consecuencia, su procedencia 

independientemente del resultado de este último. Esta situación explica el por qué en la reforma 

al artículo 22 constitucional se menciona que este derecho se ejercitará a través de un 

procedimiento jurisdiccional y autónomo del de materia penal. El artículo 22 constitucional, al 

referir que la extinción de dominio implica un procedimiento jurisdiccional, evidentemente se 

está refiriendo a la necesidad de que este instrumento sea tratado a través de todos los elementos 

del debido proceso y ante un órgano de naturaleza judicial, en atención a lo previsto por el 

artículo 14 constitucional ya que implicaría la privación de derechos. Al establecerse en la 

reforma constitucional que el procedimiento es autónomo se está implicando el desprendimiento 

de la extinción de dominio de la culpabilidad del sujeto al que se le atribuyen los actos delictivos 

y, por consecuencia, la posibilidad de que se declare procedente la acción civil, 

independientemente de la posibilidad de establecer responsabilidad penal al procesado en el 
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juicio de la materia.  

 

Esto se observa en otros sistemas, como el establecido en el Código Penal español, al 

regular la figura del comiso, que es el equivalente a la extinción de dominio en nuestro sistema. 

El artículo 374, 3 dispone lo siguiente: “El Juez o tribunal podrá acordar el comiso previsto en 

los apartados anteriores de este artículo aun cuando no se imponga pena a alguna persona por 

estar exenta de responsabilidad criminal o por haberse esta extinguido, en este último caso, 

siempre que quede demostrada la situación patrimonial ilícita”. 

 

 

Al comentar la disposición transcrita, Teresa Aguado (2003: 7) menciona que:  

 

“[…] el comiso deja de ser una consecuencia accesoria de la pena para pasar a ser 

la consecuencia accesoria de una acción típica. Ni siquiera de una acción típica y 

antijurídica, si no basta con la realización de una acción tipificada en el Código Penal 

para poder decretar el comiso […]”.  

 

Por otro lado, estimo pertinente destacar la referencia que se hace en la norma comentada 

a la situación específica de los bienes respecto de los cuales recayera el comiso —al mencionarse 

en la última parte la situación patrimonial ilícita—. De esta referencia se puede desprender que, 

también de acuerdo al derecho español, la acción de extinción de dominio que tiene su sustento 

en la ilicitud desde el punto de vista patrimonial es independiente a la responsabilidad penal.  

También, se le atribuye a la figura en estudio el carácter de acción derivada de un derecho de 
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crédito, que la sociedad ejercita a través del Estado y con el fin de que se le repare el daño 

causado por la conducta ilícita derivada de la comisión del delito que se trate en el caso 

específico. 

 

Se observa que, contrario a lo que se regula en las legislaciones citadas, la figura de 

extinción de dominio no implica un derecho real, en tanto que éste sólo puede ejercerse a través 

de quien es titular de tal derecho. Y, precisamente, el efecto de la figura que se analiza es la 

pérdida de la propiedad o detentación que se tenga sobre los bienes que se encuentran 

relacionados con la actividad delictiva.  

 

En dicho caso, la atribución de está a favor de la sociedad deriva del derecho 

indemnizatorio que brota a favor de la sociedad por la comisión de los actos delictivos que se 

enumeran en la ley. Müller Creel, O. (2019). La extinción de dominio en la legislación 

mexicana: su justificación jurídico-valorativa. México. 

 

3.2. Colombia 

 

En el año 1936 el Estado colombiano planteó un cambio constitucional trascendental: 

modificó el enfoque absolutista que se tenía sobre la “propiedad” (concepto originario de su 

Constitución Nacional de 1886) y reconoció que ésta tiene eminentemente una función social. 

Colombia experimentó reformas en distintos campos. Así, de la mano de esa “nueva” concepción 

de propiedad, se dio por entonces la reforma agraria, la reforma urbana, se generaron cambios en 

el ámbito minero, petrolero, entre otros. También en el marco de esas reformas de comienzos de 
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siglo se consagraron instituciones jurídicas nuevas, entre ellas —la que más se relaciona con el 

aspecto que aquí se comenta— la expropiación. Y no podía ser de otra forma: si la propiedad es 

un derecho subjetivo individual pero con características sociales, entonces no cuesta entender 

que cuando por utilidad pública se necesite el bien (he ahí el aspecto social), el Estado pueda 

expropiar el mismo, previa indemnización al particular. 

 

 

 

 

Ahora bien, lo cierto es que esta figura ha sido muchas veces explicada (e incluso 

promocionada) como una herramienta que se crea para entablar la lucha contra la delincuencia 

organizada; pero ello no es tal. La extinción de dominio no es un simple “instrumento”, un medio 

para obtener un fin mayor (propinar un golpe mortal a la delincuencia organizada).  

 

Por el contrario, como se pudo advertir de lo desarrollado en los párrafos anteriores, la 

institución nace persiguiendo un fin que le es propio, y ese fin reviste un alto carácter social. 

Cuando el Estado, tras el proceso judicial correspondiente, declara que una propiedad se 

encuentra extinguida por aplicación de la extinción de dominio, ello quiere decir que si bien la 

misma se había adquirido a través de mecanismos acordes a la Constitución y se reclutaba en 

cabeza de una persona, realmente no le pertenencia al sujeto “(…) porque esa propiedad se había 

logrado mediante procesos torticeros, contrarios al sistema jurídico, a la moral pública, y a los 

valores que procesa la sociedad”. Es esta la razón de ser y el origen de la extinción de dominio 

en Colombia. Quintero, M. Extinción de dominio y reforma constitucional. Colombia. 
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La Constitución Política de 1991 introdujo dos importantes cambios en el contenido y 

alcance del derecho a la propiedad en Colombia: en primer lugar, atribuyó a la propiedad privada 

una relación estrecha con los valores y principios ético-sociales que fundamentan el Estado, y en 

segundo lugar, asignó a este derecho una función social que lo enmarca. Ambas modificaciones 

son esenciales para entender la naturaleza y el alcance de la extinción de dominio en Colombia, 

así como de la acción de extinción de dominio frente a los ciudadanos. 

 

 

El artículo 58 de la Constitución Política de Colombia garantiza el derecho a la propiedad 

privada, siempre que ella haya sido adquirida con arreglo a las leyes civiles. Allí se señala que el 

Estado no puede desconocer este derecho, ni vulnerarlo, por medio de leyes posteriores. No 

obstante lo anterior, el derecho a la propiedad privada no es absoluto. De acuerdo con la Corte 

Constitucional, “el derecho de propiedad no es, per se, un derecho fundamental ya que el 

constituyente no lo ha dotado de esa precisa naturaleza.  

 

Si bien durante el Estado liberal originario, el derecho de propiedad era considerado 

como un derecho inalienable del ser humano y, por lo mismo, no susceptible de la injerencia 

estatal, hoy esa concepción está superada y esto es así al punto que en contextos como el nuestro, 

el mismo constituyente le ha impuesto límites sustanciales a su ejercicio. De allí que, si bien se 

lo reconoce como un derecho constitucional, se lo hace como un derecho de segunda generación, 

esto es, como un derecho adscrito al ámbito de los derechos sociales, económicos y culturales.  
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Por ello, la jurisprudencia de esta Corporación sólo le ha reconocido al derecho de 

propiedad el carácter de derecho fundamental cuando está en relación inescindible con otros 

derechos originariamente fundamentales y su vulneración compromete el mínimo vital de las 

personas.” 

 

Una de las principales limitaciones del derecho a la propiedad tiene que ver con la 

relación que existe entre este derecho y los valores que el Estado tiene la función de realizar en la 

sociedad. Al respecto, la Corte Constitucional colombiana ha explicado que “uno de los pilares 

fundamentales del Estado colombiano está constituido por el trabajo.  

La principal consecuencia de lo anterior se muestra claramente: el derecho a la propiedad 

válidamente adquirido puede perderse por medio de la extinción de dominio, cuando el titular de 

ese derecho da a los bienes un uso contrario a la función social que es inherente a la propiedad, 

pues se entiende que ese uso constituye un ejercicio arbitrario e injusto del derecho subjetivo que 

se ostentaba. 

 

Como consecuencia de lo dicho hasta ahora podemos concluir lo siguiente:  

 

• Primero, que la extinción de dominio tiene naturaleza declarativa, lo cual significa que 

el dominio no se pierde como consecuencia de una sentencia judicial, sino como corolario de la 

concurrencia de alguna de las causales previstas para ese efecto. La sentencia simplemente 

declara el acaecimiento de la causal, y ordena el paso de la titularidad de los bienes al Estado, sin 

contraprestación alguna. 
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 • Segundo, que las causales de extinción de dominio son de origen constitucional, por 

cuanto es la propia Carta Política la que señala en qué supuestos es posible esa declaración. Por 

consiguiente, la facultad de configuración legislativa del Congreso en esta materia está limitada a 

la posibilidad de hacer desarrollos frente a las causales previstas por el constituyente. Es decir, el 

legislador solo puede desarrollar las causales previstas en la Constitución, mediante la 

concreción de estas en hipótesis jurídicas que encajen en aquellas.  

 

 

 

• Y finalmente, que las causales de extinción de dominio son fundamentalmente dos: a) 

las que se relacionan con el origen de los bienes, que se fundamentan en el artículo 34 de 

Constitución Política, y b) las que se relacionan con la destinación de los bienes, que se 

fundamentan en el artículo 58 de la Carta Política. Por consiguiente, la extinción de dominio 

procede frente a dos clases de bienes: a) los adquiridos ilícitamente, y b) aquellos adquiridos 

lícitamente que han sido utilizados de manera contraria a la función social que les corresponde. 

 

Esta conclusión ha sido explicada igualmente por la Corte Constitucional de Colombia en 

los siguientes términos: “Se indicó que el constitucionalismo colombiano, de manera progresiva, 

había configurado un completo régimen del derecho de dominio y demás derechos adquiridos. 

De acuerdo con él, para su adquisición se exige un título legítimo y para su mantenimiento se 

precisa del cumplimiento de una función social y ecológica y de la no concurrencia de motivos 

de utilidad pública o interés social legalmente acreditados. Si el primer presupuesto no concurre, 

hay lugar a la extinción de dominio por la ilegitimidad del título y la acción se basa en el artículo 
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34 superior. Si el segundo presupuesto no concurre, hay lugar a la extinción de dominio por 

incumplimiento de la función social y ecológica de la propiedad y la acción se basa en el artículo 

58 constitucional” (Sentencia C-740, 2003). 

 

La extinción de dominio tiene grandes similitudes con otras instituciones jurídicas, como 

la expropiación y la confiscación, las cuales pueden inducir en confusión. Para comenzar, estas 

tres instituciones jurídicas tienen en común el hecho de que a través de una decisión judicial, la 

titularidad del derecho de dominio sobre los bienes pasa al Estado.  

 

Por eso la Corte Constitucional ha sostenido que las tres instituciones tienen como común 

denominador, el ser una limitación a la propiedad privada: “Constituyen límites a la propiedad 

privada, la utilidad pública o el interés social, de los cuales deriva la expropiación; así como 

también constituyen límites a la propiedad la extinción de dominio y la confiscación” (Sentencia 

C-133, 2009). Lo que marca la diferencia entre ellas es la razón o justificación última que tiene 

la decisión judicial, para ordenar el paso de la titularidad del derecho de dominio sobre los bienes 

al Estado, así como la obligatoriedad de reconocer o no al individuo una indemnización.  

 

En el caso de la expropiación, la Corte Constitucional ha explicado que esta “puede ser 

definida como una operación de derecho público por la cual el Estado obliga a un particular a 

cumplir la tradición del dominio privado al dominio público de un bien, en beneficio de la 

comunidad y mediante una indemnización previa” (Sentencia C-1074, 2002). Además, esa 

Corporación también ha aclarado lo siguiente: “en relación con la expropiación por razones de 

utilidad pública o interés social, hay que decir que se trata de un evento en el que se satisfacen 
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las exigencias relacionadas con la licitud del título originario de la propiedad y con su función 

social y ecológica pero concurren circunstancias en las que el interés privado debe ceder al 

interés social. Es decir, el propietario ha accedido a su derecho por un medio legítimo, permitido 

por el ordenamiento jurídico. Además, la propiedad se ha explotado de tal manera que se dirige a 

la generación de riqueza social y no sólo a atender intereses egoístas y, además, en esa 

explotación ha cumplido el deber de preservar y restaurar los recursos naturales renovables. No 

obstante, pese a la licitud del título y a la funcionalización social y ecológica de la propiedad, 

existen motivos de utilidad pública o interés social que conducen al Estado a extinguir el 

dominio del particular y a asumirlo para sí. 

 

La acción de extinción de domino, entendida como la facultad de poner en movimiento el 

aparato jurisdiccional para obtener una sentencia declaratoria de titularidad del derecho de 

dominio a favor del Estado, sin contraprestación, pago o indemnización alguna, se desprende del 

artículo 34 de la Constitución Política.  

 

 

Ese artículo no contiene una descripción precisa de las características fundamentales de 

esa acción, pues la norma se limita a disponer que “por sentencia judicial se declarará extinguido 

el derecho de dominio de los bienes adquiridos mediante enriquecimiento ilícito, en perjuicio del 

Tesoro público o con grave deterioro de la moral social”.  

 

No obstante, un análisis detallado de las implicaciones de esa disposición permite atribuir 

a la acción de extinción de dominio las siguientes características: “La extinción del dominio es 
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una institución autónoma, de estirpe constitucional, de carácter patrimonial, en cuya virtud, 

previo juicio independiente del penal, con previa observancia de todas las garantías procesales, 

se desvirtúa, mediante sentencia, que quien aparece como dueño de bienes adquiridos en 

cualquiera de las circunstancias previstas por la norma lo sea en realidad, pues el origen de su 

adquisición, ilegítimo y espurio, en cuanto contrario al orden jurídico, o a la moral colectiva, 

excluye a la propiedad que se alegaba de la protección otorgada por el artículo 58 de la Carta 

Política. En consecuencia, los bienes objeto de la decisión judicial correspondiente pasan al 

Estado sin lugar a compensación, retribución ni indemnización alguna” (Sentencia C-374, 1997). 

 

Es una acción autónoma, porque se ejerce siguiendo principios y reglas de procedimiento 

propios, distintos de los de cualquier otro procedimiento. Particularmente es autónoma de la 

acción penal, porque los principios y reglas que rigen este procedimiento son distintos de los del 

proceso penal, por el hecho de ser esta una acción real y aquella una acción personal. Así lo ha 

reconocido en diversas sentencias la Corte Constitucional, al explicar que esta “[e]s una acción 

autónoma e independiente tanto del ius puniendi del Estado como del derecho civil.  

 

Lo primero, porque no es una pena que se impone por la comisión de una conducta 

punible sino que procede independientemente del juicio de culpabilidad de que sea susceptible el 

afectado. Y lo segundo, porque es una acción que no está motivada por intereses patrimoniales 

sino por intereses superiores del Estado. Es decir, la extinción del dominio ilícitamente adquirido 

no es un instituto que se circunscribe a la órbita patrimonial del particular afectado con su 

ejercicio, pues, lejos de ello, se trata de una institución asistida por un legítimo interés público” 

(Sentencia C-740, 2003).  



 

77 

 

La autonomía de la acción de extinción de dominio es apenas una consecuencia natural 

de su independencia. Pues si la acción de extinción de dominio no depende de una declaratoria 

previa de responsabilidad penal, ni se tramita dentro del proceso penal, entonces de ello se 

desprende que debe tener principios y reglas propias que la gobiernan. 

 

 

 

 

Imprescriptibilidad de la acción de extinción de dominio 

 

Una de las principales características de la extinción de dominio es su intemporalidad, 

que, como ya se explicó, consiste en la posibilidad de declarar extinguido el derecho de dominio 

en cualquier tiempo, aun cuando el hecho que configura la causal de extinción hubiere acaecido 

antes de la entrada en vigencia de la primera ley de extinción de dominio (Ley 333 de 1996), o 

incluso antes de la entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991.  

 

Esa intemporalidad de la extinción de dominio tiene como consecuencia directa la 

imprescriptibilidad de la acción de extinción de dominio, entendida como la ausencia de un 

límite temporal para acudir ante los jueces en procura de una sentencia de extinción de dominio.  

 

Intemporalidad e imprescriptibilidad son en realidad las dos caras de una misma moneda, 

con la cual se libera al Estado de cualquier atadura temporal para extinguir el derecho de 
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dominio, pues la imprescriptibilidad es una condición indispensable para que la extinción de 

dominio pueda ser intemporal. En efecto, de nada sirve que la Constitución Política autorice a 

que se declare la extinción de dominio “en cualquier tiempo”, si la autoridad a quien se le ha 

conferido la facultad de acudir ante los jueces y poner en movimiento el aparato judicial para 

lograr esa declaración está sometida a un término o plazo perentorio para hacerlo, pues una vez 

vencido ese plazo o término, el aparato judicial ya no podría ponerse en movimiento y, por ende, 

los jueces no tendrían la posibilidad de emitir la declaración de extinción de dominio.  

 

 

Podría decirse que imponer un término o plazo de prescripción para ejercer la acción hace 

inane la intemporalidad de la extinción, pues vencido ese término la intemporalidad se convierte 

en una institución con existencia precaria y puramente formal.  

 

Es por esta razón que la Corte Constitucional considera inexequible cualquier tipo de 

norma que pretenda fijar un término de prescripción para la extinción de dominio.  

 

Esa Corporación ha sostenido que la Constitución Política fue clara al prever que la 

extinción de dominio puede declararse “en cualquier tiempo”, y en ese sentido cualquier norma 

que tenga como efecto la imposibilidad práctica de emitir esa declaración en algún momento es 

contraria a la Constitución. De allí que la intemporalidad de la extinción sea un límite material a 

la facultad de configuración legislativa del Congreso, en el entendido de que este no puede crear 

límites temporales –directos o indirectos– para la declaración de extinción de dominio. 
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Un sector de la doctrina, integrada principalmente por penalistas de orientación 

garantista, ve en la imprescriptibilidad un desconocimiento injusto de los derechos adquiridos y 

una violación al principio general de irretroactividad de la ley, que también es de raigambre 

constitucional. Esta posición ha sido rechazada reiteradamente por la jurisprudencia 

constitucional, fundamentalmente por dos razones: en primer lugar, porque la ley de extinción de 

dominio no es retroactiva sino retrospectiva, y en segundo lugar, porque en materia de extinción 

de dominio no existen derechos subjetivos consolidados que limiten la facultad del Estado para 

perseguir de manera retrospectiva los bienes ilícitos.  

Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito. (2015). Extinción del derecho 

de dominio en Colombia Nuevo Código de Extinción de Dominio colombiano. Bogotá D.C., 

Colombia. 

 

3.3. Perú 

 

En Perú la figura de extinción de Dominio está regulada por la ley LEY N° 29212 Ley 

que modifica el Decreto Legislativo N° 992, Decreto Legislativo que regula el Proceso de 

Pérdida de Dominio. 

 

En su Artículo 1 y siguientes establece: Para los efectos de la presente norma el dominio 

sobre derechos y /o títulos sólo puede adquirirse a través de mecanismos compatibles con nuestro 

ordenamiento jurídico y sólo a éstos se extiende la protección que aquel brinda. La adquisición o 

destino de bienes obtenidos ilícitamente no constituye justo título, salvo en el caso del tercero 
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adquirente de buena fe.  

 

La pérdida de dominio establece la extinción de los derechos y/o títulos de bienes de 

procedencia ilícita, en favor del Estado, sin contraprestación ni compensación de naturaleza 

alguna. 

 

El Proceso de pérdida de dominio es de característica autónoma, entre las causales 

podemos encontrar: 

 

Se inicia la investigación para la declaración de pérdida de dominio, cuando los bienes o 

recursos hubieran sido afectados en un proceso penal:  

 

a. En el que los agentes estén procesados por los delitos de tráfico ilícito de 

drogas, terrorismo, secuestro, extorsión, trata de personas o lavado de activos derivado de 

la comisión de los delitos anteriormente señalados; o tratándose de estos delitos se haya 

archivado el proceso penal por cualquier causa y se trate de bienes intrínsecamente 

delictivos o cuando no se haya desvirtuado la obtención ilícita de aquellos.  

b. Los bienes o recursos afectados en un proceso penal que provengan directa o 

indirectamente de una actividad ilícita; o de la enajenación de otros de origen ilícito; o 

hayan sido destinados a actividades ilícitas, vinculadas a uno de los delitos precisados en 

el inciso a).  

c. Los derechos y/o títulos afectados en un proceso penal que recaigan sobre 

bienes de procedencia lícita, que hayan sido utilizados o destinados dolosamente por sus 
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titulares para ocultar o lavar bienes de ilícita procedencia, vinculados a uno de los delitos 

precisados en el inciso a). 

 

El funcionario público, la persona natural o jurídica, el Fiscal, el Juez o el Procurador 

Público que, en el desarrollo de cualquier actividad o proceso, tome conocimiento de la 

existencia de bienes de origen ilícito, deberá informar al Ministerio Público sobre la existencia 

de tales bienes que puedan ser objeto del presente proceso. Se reservará la identidad de cualquier 

persona natural que proporcione la información a que se ha hecho referencia, sin perjuicio de 

brindarle las medidas de protección adecuadas.  

El Ministerio Público emitirá las disposiciones reglamentarias que fueran pertinentes. En 

el supuesto de que la información sea falsa, tendenciosa y/o con el propósito de ocasionar 

perjuicio, la persona natural, jurídica o funcionario público que proporcione la misma, asume las 

responsabilidades civiles, penales y/o administrativas, que la legislación prevé en estos casos. 

Los Estados y Organismos Internacionales habilitados para este efecto por un Tratado o 

Convenio de Cooperación de los cuales sea parte el Estado peruano, podrán dar noticia de la 

existencia de los bienes a que se hace referencia en el primer párrafo, para el inicio del proceso 

de pérdida de dominio. 

 

El proceso de pérdida de dominio, materia de la presente norma, es de naturaleza 

jurisdiccional, de carácter real, de contenido patrimonial y se tramita como proceso especial, 

constituyendo una acción distinta e independiente de cualquier otra. Procede sobre bienes o 

cualquier título, derecho real o patrimonial, principal o accesorio, independientemente de quien 

ostente la posesión o la propiedad. También procede la pérdida de dominio sobre derechos y/o 
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títulos, respecto de los bienes objeto de sucesión intestada o testamentaria. 

 

El proceso de pérdida de dominio se sujeta exclusivamente a las disposiciones de la ley 

sobre proceso de perdida de dominio. En caso de vacío o deficiencia de la misma, se aplican 

supletoriamente las reglas del Código Procesal Penal, del Código de Procedimientos Penales o 

del Código Procesal Civil. 

 

A diferencia de otras legislaciones penales que admiten el decomiso en el proceso penal, 

aunque el juez no emita un pronunciamiento de fondo (como sucede, por ejemplo, en la 

legislación penal española, tal como lo informan Roig Torres, 2016, p. 239; y Rodríguez García, 

2017, pp. 194ss.), la legislación peruana ha optado, más bien, por regular tal posibilidad por 

medio de un proceso autónomo de extinción de domino. A través de este proceso especial, la 

autoridad jurisdiccional declara la titularidad de los objetos, instrumentos, efectos y ganancias 

relacionados con actividades ilícitas. La primera norma que asumió este modelo regulativo fue el 

decreto legislativo 992, el que fue reemplazado luego por el decreto legislativo 1104. Sin 

embargo, la falta de obtención de los resultados esperados en relación con la recuperación de 

activos vinculados al delito (como lo destaca especialmente Chávez Cotrina, 2018, p. 14) ha 

motivado la promulgación del decreto legislativo 1373 que constituye el cuerpo legislativo 

actualmente vigente sobre el proceso autónomo de extinción de dominio. 

En su configuración actual, el proceso de extinción de dominio recae sobre bienes que 

proceden de o están destinados a actividades ilícitas. Su ámbito de aplicación no es general, sino 

limitado a determinadas actividades ilícitas.  
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Bajo la vigencia del decreto legislativo 1104, este proceso se circunscribía a los delitos de 

«tráfico ilícito de drogas, terrorismo, secuestro, extorsión, trata de personas, lavado de activos, 

delitos aduaneros, defraudación tributaria, concusión, peculado, cohecho, tráfico de influencias, 

enriquecimiento ilícito, delitos ambientales, minería ilegal y otros delitos y acciones que generen 

efectos o ganancias ilegales en agravio del Estado» (artículo 2.2). En la actualidad, el decreto 

legislativo 1373 ha ampliado la base de delitos o actividades ilegales, pero tampoco la ha abierto 

de manera total. En efecto, en su artículo I establece que la extinción de dominio: 

…se aplica sobre todo bien patrimonial que constituya objeto, instrumento, 

efectos o ganancias que tienen relación o que se derivan de las siguientes 

actividades ilícitas: contra la administración pública, contra el medioambiente, 

tráfico ilícito de drogas, terrorismo, secuestro, extorsión, trata de personas, 

lavado de activos, contrabando, defraudación aduanera, defraudación tributaria, 

minería ilegal y otras con capacidad de generar dinero, bienes, efectos o 

ganancias de origen ilícito o actividades vinculadas a la criminalidad organizada. 

Dicho de manera sintética, la extinción de dominio se aplica a los bienes relacionados 

con delitos expresamente mencionados, las actividades ilícitas que generan ganancias y los 

vinculados a las actividades de una organización criminal. García Cavero, P. (2018). El decomiso 

de bienes relacionados con el delito en la legislación penal peruana. Perú. 

 

3.4. El Salvador 

 

En la actualidad, uno de los mayores índices de violencia nacional se genera por causa de 
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la criminalidad organizada, que con sus tentáculos, se radica de las bases de los Estados, 

alimentándose y nutriéndose como organismo parasitario, afectando gravemente las 

Democracias, La gobernabilidad y la estabilidad social. 

 

 

 

 

 

La generación de hechos de violencia expresiva o terminal que es una práctica cotidiana 

de las organizaciones criminales, como simple muestra de fortaleza, poder y control, para con 

otras organizaciones y para con el Estado, que busca combatirlas,  genera un círculo vicioso, que 

al final afecta la seguridad interna y se ve minada la seguridad nacional, por ello el Estado como 

órgano encargado de brindar seguridad física y jurídica a los ciudadanos tiene el compromiso de 

buscar soluciones factibles de índole jurídico. 

 

Estudios hay detallado que un quince a diecisiete por ciento del producto interno bruto 

del país se destina para palear los índices producidos por la violencia, y que se ha contabilizado 

un porcentaje de cuarenta y nueve homicidios por cada cien mil habitantes, mensuales, en El 

Salvador, ya considerado por el índice como pandemia por la OMS. 

 

Bajo tal perspectiva nuestro Estado comprometido con la lucha contra la criminalidad 

organizada, ha legislado y creado la Ley de Extinción de Dominio, como instrumento jurídico 

novedoso, y complementario a otras legislaciones nacionales, para el combate en el ámbito 
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económico a las organizaciones criminales.  

 

Sin embargo el nombre Extinción de Dominio, considero no es el término más adecuado, 

que pudo tomar nuestro legislador, en razón que no se extingue el dominio, en atención que no se 

posee, es una apariencia, es un tenedor putativo, ya se dijo es un bien de origen ilícito o 

destinación, y la ilicitud no hace nacer derechos, a menos que se trate de bienes equivalentes, y 

su origen sea licito,  se hubiere utilizado un término como ¨Perdida de bienes de destinación u 

origen ilícito¨, por ejemplo. 

 

Conceptualizando la extinción de dominio, se puede expresar que es una consecuencia 

jurídica novedosa, de contenido patrimonial, que afecta al patrimonio de las personas que por 

medio de actividades ilícitas adquieren bienes, perdiendo su dominio o posesión a favor del 

estado, sin compensación o prestación. 

 

Se ha observado por el derecho nacional y comparado, que el atacar a las organizaciones 

Criminales, bajo los sistemas tradicionales, es una ardua tarea, que muchas ocasiones solamente 

se puede desarticular a un número reducido de miembros, y estas mutan, reorganizándose, y 

acrecentando su poder, o en su caso trasladando su centro de poder a otras áreas, o países por su 

carácter de transnacional. 

 

En el pragmatismo de los tribunales, los jueces observan que por regla general son los 

que colaborar con actos accesorios los llevados al banquillo de los acusados por el ministerio 

público fiscal, dejando toda la estructura cúspide sin procesamiento. 
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Que los sistemas tradicionales de persecución por parte del Estado para combatir a   estas 

organizaciones, logran la penalidad de miembros de las bases y por regla general los de mayor 

jerarquía siempre logran impunidad o raras veces son sometidos al sistema formal de justicia. 

 

 

 

Por ende una herramienta eficaz para su combate y control, es esta novedosa herramienta 

jurídica, cuya normativa es de orden público, y que busca debilitar en la movilidad financiera y 

operativa a estas organizaciones de índole criminal, como un medio idóneo y de afectación 

económica. 

 

Es evidente que al verse afectado el flujo de sus capitales económicos dichas 

organizaciones, pierden control y poder, y al debilitarse se vuelven propensas a ser menos 

impactantes sus acciones en contra del tejido social y en la afectación al nuevo orden Estatal. 

 

Dentro de los fines de esta legislación se encuentran el de combatir de manera frontal el 

que dichas organizaciones criminales logren enriquecimiento de manera ilícita, al verse la 

pérdida del mismo al estar involucrado en hechos proveniente del acto delictivo, asimismo se 

busca por parte del Estado, evitar la competencia desleal, en vista que la criminalidad organizada 

al tener acceso a dinero fácil, busca invertir para lavar grandes cantidades de dinero, sin importar 

entrar a la competición con otras empresas que se acogen a las reglas legales del contexto 
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económico, y afectar los principios básicos de la economía en cuanto a la oferta y demanda, al 

dar sus productos a precios súper bajos. 

 

Asimismo invierten e inyectan grandes flujos de capital financiero en los países, que 

generan un efecto espejo al verse reflejada una gran prosperidad de manera aparente. 

 

 

 

Al tener la posibilidad de grandes cantidades de dinero y de las ganancias de la tarea de 

lavado, pueden disponer de prestanombres y testaferros, generando corrupción administrativa, 

por ello se busca atacar la capacidad económica de estas organizaciones por medio de este 

instrumento. 

 

Dentro de la naturaleza de la Ley de Extinción de dominio, se observa que esta no tiene 

sanciones penales, en vista que no se aplica la doble vía del derecho penal, a contrario sensu, su 

naturaleza es declarativa, en vista que declara que los bienes son de origen o destinación ilícita, y 

se genera la perdida a favor del Estado. 

 

Por tal razón no es aplicable los derechos y garantías que constitucionalmente forman el 

núcleo duro de protección del individuo persona natural, pues no se procesa a la persona, 

contrario sensu se observa dentro del proceso, si los bienes deben ser extinguidos o no, por su 

naturaleza es de índole patrimonial real, pues es el patrimonio lo que se ataca de las 

organizaciones criminales o de la persona en particular que tuviere el bien objeto de 
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procesamiento. 

 

Es de naturaleza garantista la Ley, pero se aplican garantías que protegen el derecho de 

propiedad o dominio, como es el principio de buena fe en relación a la adquisición de los bienes, 

por ello es erróneo pensar que serían aplicables garantías individuales, como serían a manera de 

ejemplo, el in dubio pro reo, la presunción de inocencia, etc. 

 

 

Por ello se dice que es un ámbito más amplio que el derecho penal y menos invasivo o 

gravoso en cuanto las garantías de la persona, recordemos los aspectos reduccionistas de las 

garantías limitativas de la libertad. 

 

Este medio de combate a la criminalidad no sale de la manga de la camisa, o de la 

chistera mágica del legislador, es un compromiso y cumplimiento de armonizar la normativa 

nacional a los tratados, convenciones y pactos que el país suscribe, recordemos el famoso 

principio de derecho internacional público ¨PACTA SUNT SERVANDA¨, que deben aplicarse 

los convenios, tratados y convenciones de buena fe, aparte de ser leyes de la República al 

suscribirse, por ende al observar que nuestro país ha suscrito Convención de Naciones Unidas 

contra la delincuencia Organizada Transnacional, Convención de Palermo, La Convención de 

Viena del 88, la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción  y otras, se volvía 

imperioso armonizar la normativa con dichos cuerpos normativos internacionales, que describen 

des formalizar la normativa, en el sentido de crear cuerpos normativos que no necesiten una 

sanción penal para incautar bienes de procedencia ilícita o destinación ilícita, de igual manera se 
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cuenta con las Recomendaciones del GAFI. Las características que se pueden mencionar con 

relación a esta acción de extinción de dominio es que es autónoma, más sin embargo el 

legislador ha retomado de los sistemas tradicionales adjetivos ciertas instituciones, como es la 

fase administrativa y las funciones de los órganos persecutores del delito, del código procesal 

penal y la institución de medidas cautelares, de actos de comunicación y probatoria del nuevo 

código procesal civil y mercantil y en su afán de simplificar el procedimiento, de aplicación 

supletoria expresa, utiliza una inadecuada técnica legislativa, pues lo ideal y factible hubiese sido 

el crear un sistema normativo para la ley, y no recurrir a la composición híbrida legislativa. 

Desde el punto de vista jurídico una legislación puede ser originaria o derivada, se dice 

que una legislación es originaria al ser creación propia del legislador , y derivada al ser retomada 

de otras experiencias legislativas, de países que han adoptado legislaciones símiles, y han tenido 

resultados exitosos, por ende se cae en cuenta que nuestra legislación de extinción de dominio, es 

una legislación de creación derivada, pues se ha retomado del modelo tipo de ley de extinción de 

dominio, que han adoptado países previamente como Colombia, México, Guatemala,   y otros. 

 

Lo ideal hubiese sido que se creara un código de Extinción de dominio, con todo su 

contenido de principios, conceptos, procedimientos, contenido de medidas cautelares y 

probatorio, recursos, instituciones administrativas, etc, y no recurrir a híbridos. 

 

Otra característica es que es independiente, en vista que no es necesario un acto 

prejudicial, o en su caso culminar un procedimiento previo, en este caso hemos observado la 

Reforma recién aprobada por la Asamblea Legislativa, a la ley, donde por la coyuntura nacional, 

reforma lo relativo a la autonomía de la acción, solamente cuando se investigue a funcionarios 
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públicos o empleados públicos. 

 

Por lo que se denota una afectación al principio de igualdad ante la ley, al legislar de 

manera clasista, y excluyente, al establecer la necesaria culminación de la instancia procesal de 

la Ley de Enriquecimiento ilícito de los Funcionarios y Empleados Públicos, con sentencia 

condenatoria y se genere el supuesto de cosa juzgada, previamente establecido, lo que deviene a 

la posibilidad de poder prescribir la acción al establecer un plazo con la mencionada reforma, de 

diez años. Y generar Non bis in ídem, de contenido prohibitivo en la constitución.  

 

Sin embargo, existe Litis pendencia ante la Sala de lo Constitucional, por haberse 

decretado medidas cautelares y fue suspendida la entrada en vigencia de las reformas. 

 

Es una acción especial, por la creación de una ley especial, jurisdicción especial, sujetos 

procesales y actividad jurisdiccional especializada. 

 

La ley es de aplicación extraterritorial, en vista que su aplicación puede darse fuera de las 

fronteras patrias, tal y como se expresa en nuestra legislación, pudiendo en casos de criminalidad 

transnacional, mediante los convenios con otros países realizar acciones conjuntas y extinguir 

bienes fuera de las fronteras patrias. 

 

Al igual que el patrimonio se puede suceder con todos sus gravámenes y afectaciones o 

limitaciones, de igual manera se puede perseguir los bienes una vez se hubiese dado la 

aceptación de la herencia, o en su caso a los herederos. 



 

91 

 

Es imprescriptible, y tiene logicidad, en vista que no puede adquirirse el dominio de 

bienes de origen o destinación ilícitos, por medio del Instituto Jurídico, pues solamente es 

aplicables a bienes jurídicos lícitos, caso contrario se burlaría la Constitución que protege el 

derecho propiedad, y al establecerse un plazo legitimaria una adquisición proveniente de delito.  

 

 

 

Lo cual sucede con la recién aprobada reforma y que se encuentra suspendida. Cuente 

con dos etapas bien marcadas, una primera etapa llamada, de investigación, inicial o 

administrativa y una etapa de instrucción, preparatoria, crítica o jurisdiccional. 

 

La primera etapa a cargo de los   órganos auxiliares de la administración de justicia, 

fiscalía General de La República y Policía Nacional Civil, que cuenta con unidades especializada 

en extinción de dominio. Y una segunda etapa por el órgano judicial. 

 

Con dos audiencias la preparatoria, preliminar o crítica y una sentencia o plenario. 

Desarrollando todo un apartado administrativo relacionado al organismo de administración de 

Bienes, llamado CONAB. 

 

En conclusión podemos expresar con propiedad que se cuenta con una herramienta 

jurídica novedosa, que puede lograr con éxito su cometido, pero que con reformas como la recién 

aprobada por nuestra Asamblea Legislativa.  
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Pareciese que existe un temor infundado por la aplicación de la ley, generando un retroceso al 

debido avance que debemos como país tener en la lucha contra la criminalidad organizada 

nacional y transnacional y a los compromisos que hemos adquirido dentro de la comunidad 

internacional; y  como diría un salvadoreño de la campiña, no debemos asustarnos con el cuero 

del tigre.  Paz Rivas, R. (2018). La Extinción de Dominio en el Salvador, una mirada crítica. 

 

 

 

 

 

 

 

 

16. CAPÍTULO IV 

 

 

ANÁLISIS DEL PORYECTO DE LEY SOBRE JUICIOS DE EXTINCIÓN DE 

DOMINIO PARA EL DECOMISO CIVIL DE BIENES ILÍCITOS 
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4.1. Posible violación al derecho de propiedad 

 

El Artículo 4 del proyecto de ley sobre juicios de extinción de dominio para el decomiso 

civil de los bienes ilícitos, establece lo siguiente:  

 

Legitimidad. El Estado, en el cumplimiento de su obligación de proteger y garantizar el 

derecho de propiedad, se encuentra legitimado para desplegar las acciones que aseguren que 

ningún bien que tenga origen en actos ilícitos cometidos contra el patrimonio  público y 

privado, que sea el producto de la violación a las leyes penales, que se hubiere utilizado para 

realizar actividades de carácter delictivas o que guarde algún vínculo con ellas; pueda ser 

susceptible de propiedad privada. 

 

Hemos señalado anteriormente sobre el Derecho de Propiedad, que el Estado reconoce y 

garantiza el derecho de propiedad, así como su función social que implica obligaciones.  
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Partiendo de esto, las personas tienen derecho al goce, disfrute y disposición de sus 

bienes, sin embargo, el Estado no reconoce el Derecho de Propiedad cuando el mismo es 

adquirido de manera ilícita, de forma que no va acorde a las leyes de la República Dominicana. 

Es su obligación evitar que las personas que cometan ilícitos obtengan ganancias o beneficios 

directos o indirectos de la actividad delictiva. 

 

 

 

 El Derecho de Propiedad no puede gozar de protección constitucional ni legal cuando 

recaiga sobre bienes obtenidos de actividades ilícitas, o de bienes que se han destinado a la 

violación de la ley o que son el fruto o derivado de ella.  

 

 La República Dominicana es signataria de convenios internacionales que tienen por 

objeto combatir de forma efectiva el lavado de activos, actividades ilícitas y cualquier otro tipo 

de vía de obtención de bienes de manera fraudulenta. Podemos ver los siguientes: 

 

Convención de Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 

Sicotropicas, de 1988, la Convención de Naciones Unida contra el terrorismo, de 1999, la 

Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Trasnacional, de 2000, y la 

Convención de Naciones Unidas contra la corrupción, del 2003. 

 

La propiedad privada adquirida legítimamente es un derecho fundamental protegido por 

la Constitución, la ley y el derecho internacional. Su reconocimiento está sujeto al cumplimiento 
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de su función social, al orden público y al bienestar general. En consecuencia, este derecho no 

puede ser reconocido cuando se trate de bienes obtenidos de actividades ilícitas, ni gozarán de 

protección constitucional ni legal cuando sean destinados a ellas. 

 

Las actividades ilícitas, en especial las manifestaciones de criminalidad organizada, 

afectan gravemente los derechos fundamentales y constituyen una amenaza para el desarrollo 

sostenible y la convivencia pacífica.  

 

Por lo tanto, existe la imperiosa necesidad de fortalecer la lucha contra la delincuencia, a 

través de un mecanismo legal que permita al Estado proceder sobre los bienes. Borinsky, M. A. 

R. I. A. N. O. (2016, 31 julio). Ley Modelo sobre Extinción de dominio. Recuperado de 

https://www.infobae.com/opinion/2016/07/31/ley-modelo-sobre-extincion-de-dominio/ 

 

La Constitución en los acápites primero y sexto de su artículo 51, destaca, pues, que en la 

expropiación por causas de utilidad pública el Estado reclama un determinado bien no porque se 

suponga o presuma su procedencia ilícita, sino porque su requisa se hace necesaria para 

emprender un proyecto en beneficio de la colectividad, como sería una obra vial o el 

levantamiento de un edificio de oficinas gubernamentales.  

 

La Constitución del Estado claramente condiciona la expropiación de un terreno o de un 

punto comercial al “previo pago de su justo valor, determinado por acuerdo entre las partes o 

sentencia de tribunal competente”, lo cual, por razones obvias, no acontece en el decomiso civil.  
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Entrando más en detalle con relación al contenido del proyecto de ley sobre juicios de 

extinción de dominio para el decomiso civil de bienes ilícitos, cabría preguntarse cuál es el tipo 

de bienes sobre los que recaería el procedimiento de confiscación.  

 

 

 

 

 

 

Y el artículo 3.3, omnicomprensivamente, engloba a todos, “sean estos tangibles o 

intangibles, muebles o inmuebles, sin importar su naturaleza”, siempre que puedan enmarcarse 

en alguna de las situaciones previstas en el artículo 9, lo que nos lleva a inquirir sobre el 

mecanismo de extinción de dominio, si es que lo hay, para los activos del complejo mundo de la 

propiedad intelectual (derechos de autor, marcas, etc.), ya que su atipicidad e inmaterialidad 

ameritan, desde luego, la creación de un protocolo especial que el proyecto no asume. 

 

El Artículo 5 del proyecto de ley establece lo siguiente: La extinción de dominio o 

decomiso civil de bienes ilícitos es de carácter jurisdiccional y procede sobre cualquier bien sin 

importar su naturaleza, independientemente de quien ostente su posesión o lo haya adquirido. 

 

Esto quiere decir que la figura de extinción de dominio es autónoma e independiente de 

cualquier acción de otra índole, incluso aunque haya tenido su origen en otra, esto representa una 

garantía al derecho de propiedad y puede afectar a los herederos de esos bienes que fueron 
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adquiridos de forma ilícita, 

 

El párrafo del Artículo 6 establece lo siguiente: La acción de extinción de dominio se 

ejerce in rem contra los bienes considerados ilícitos por su naturaleza, origen o destino y no 

contra ninguna persona en particular. 

 

 

 

 

La figura de extinción ataca directamente al bien y no a la persona, actualmente la Ley 

155-17, sobre lavado de activos, así como la Ley 50-88 y el Código Procesal Penal regulan todo 

lo relacionado al decomiso de bienes, el cual es consecuencia directa de un proceso penal por la 

comisión de infracciones graves y mientras no existe sentencia definitiva, los bienes se 

encuentran incautados, es decir, bajo la custodia del Estado.  

 

Para su disposición final es necesario, pues, que los jueces pronuncien el decomiso 

conjuntamente con la decisión sobre la culpabilidad o no de las personas imputadas.  

 

Al ser la figura in rem, la posesión o propiedad de alguno de los bienes considerados 

ilícitos no entraña una acción penal en contra de quien figure como titular de estos, esto así 

porque con la figura extinción de dominio lo único que se persigue es precisamente verificar si el 

derecho de propiedad es legítimo y por tanto, debe mantenerse o extinguirse. 
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Contrario a las disposiciones actuales sobre el decomiso de bienes, con la figura de 

extinción de dominio se instauraría un proceso totalmente independiente que no necesariamente 

afecta a la persona imputada en un proceso penal, sino que también alcanza a las personas 

vinculadas o que no puedan justificar la propiedad de los bienes objeto de la acción. 

 

 

 

 

El Artículo 8 del proyecto de ley establece lo siguiente: No prejudicialdad. La absolución 

del afectado en el proceso penal o la no aplicación de la pena de confiscación de los bienes así 

como el cumplimiento de las obligaciones tributarias o administrativas, no prejuzga respecto de 

la legitimidad de ningún bien y, por tanto, los mismos pueden ser objeto de la acción de 

extinción de dominio aun cuando haya recaudo decisión previa en lo penal, administrativo o de 

cualquier otra índole. 

 

La acción de extinción de dominio está regida por algunos principios estructurales 

contenidos en el proyecto como la presunción de buena fe, la no prejudicialidad, objetividad y 

proporcionalidad. 

 

Esto dispone de la autonomía que posee la figura de extinción de dominio como hemos 

señalado anteriormente y es otra garantía para desarrollo colectivo económico y democrático que 

debe tener un Estado democrático de derecho. 
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La extinción de dominio solo puede ser declarada por un juez o tribunal. La sentencia es 

declarativa-constitutiva: Declara que dado el carácter irregular de la propiedad, esta no merece la 

protección constitucional, después de determinar la pre-existencia de las actividades ilícitas o 

delictivas, los presupuestos y su nexo de relación con los bienes. Es decir, que el derecho de 

propiedad no se ve conculcado con la extinción de dominio. Solo la “propiedad” ilegalmente 

obtenida se ve afectada porque strictus sensu no es una propiedad.  

 

 

 

Así, cuando la propiedad de unos bienes tiene su origen en  la comisión de actos 

delictivos, los mismos no tienen consolidado el derecho de propiedad y aunque hayan sido 

obtenidos hace veinte años, al día de hoy mantienen su misma ilicitud. En definitiva, en esos 

casos, el defecto de la propiedad no está en la forma, sino en el fondo; no está en la actualidad, 

sino en el inicio.  

 

4.2. Irretroactividad o retroactividad en  proyecto de ley sobre juicios de extinción de 

dominio para el decomiso civil de bienes ilícitos 

 

El proyecto de ley abarca una de sus partes más importantes referente a los bienes que 

pueden ser sujetos a decomiso civil. Así  en su Artículo 11 establece lo siguiente: 

 

Están sujetos a decomiso civil, mediante sentencia, los bienes ilícitos siguientes: 
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1) Los adquiridos por una persona física o jurídica como resultado de un incremento 

patrimonial injustificado, o los bienes relacionados directa o indirectamente con una 

persona sometida a una acción de extinción de dominio, en virtud de cualquier hecho 

ilícito; 

2) Aquellos que se consideren como instrumento, objeto o producto del hecho ilícito, 

aun cuando no se haya dictado sentencia que determine la responsabilidad penal. En 

el caso de los bienes o negocios que corresponda al objeto del delito, se entenderá 

que son aquellos que no pertenezcan a la víctima o al agraviado, o que se le deban 

restituir; 

3) Aquellos que hayan sido utilizados o destinados a ocultar o mezclar bienes producto 

del delito, aun cuando no se haya dictado sentencia que determine la responsabilidad 

penal; 

4) Aquellos que se utilicen o se pretendan utilizar para la comisión de delitos por un 

tercero; 

5) Aquellos cuyo dueño haya tenido conocimiento de su utilización en el hecho ilícito y 

no lo haya notificado a la autoridad o no haya hecho algo para impedirlo 

razonablemente; 

6) Aquellos viene, frutos, productos o ganancias que provengan de la venta o permuta 

de otros que tienen su origen, directa o indirectamente, en actividades ilícitas; 

7) Aquellos bienes, frutos, productos, ganancias, rendimientos o permutas que no 

hubieren sido afectados dentro de un proceso penal, cuando el origen de tales bienes, 

su utilizados o destino ilícito, haya objeto de dicho proceso y su decomiso no fuere 

solicitado en el mismo; 
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8) Cuando en un proceso penal exista evidencia de que los bienes, frutos, productos, 

ganancias, rendimientos o permutas de que se trate, provengan de actividades ilícitas 

y: 

a) Se haya declarado el archivo por parte del Ministerio Público o se haya 

pronunciada la rebeldía, la extinción o suspensión de la acción penal, o se haya 

aplicado un criterio de oportunidad; 

b) No se haya podido identificar al imputado; 

c) El Imputado, condenado o procesado, en caso de fuga, haya evadido la 

persecución penal o la ejecución total o parcial de la pena; 

9) Aquellos que encontrándose a nombre de terceros, se puede determinar que se 

utilizaron, son el producto o se encuentran vinculados a un hecho ilícito y que quien 

se considera responsable del delito o se comporta como dueño u ostenta su posesión 

o dominio; 

10)  Aquellos que hayan sido heredados y que hayan ingresado al patrimonio del de 

cujus de cualquiera de las maneras que dan lugar a la acción de extinción de 

dominio; 

11)  Aquellos que encontrándose en una de las situaciones anteriores, son objeto de 

sucesión hereditaria, sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe; 

12)  En los casos en que la acción de extinción se ejercite antes de que recaiga sentencia 

definitiva que ordene o reconozca la partición de estos bienes, la notificación del 

inicio de la acción de extinción implica, de pleno derecho, que el procedimiento de 

partición deba ser sobreseído hasta tanto recaiga sentencia definitiva sobre la acción 
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en extinción. El sobreseimiento versara, exclusivamente, respecto a los bienes objeto 

de la acción de extinción; 

13)  Aquellos bienes existentes en el territorio nacional relaciones con personas contra 

las cuales se ha pronunciado condena penal en el extranjero por narcotráfico, lavado 

de dinero, fraudes contra el Estado o delincuencia organizada, cuando la autoridad 

judicial competente de aquel país no los haya reclamado, siempre que no se pueda 

establecer el origen ilícito de los mismo y sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley 

para los bienes reclamados por autoridades extranjeras; 

 

14)  Aquellos bienes que constituyan ingresos, rentas, frutos, ganancias y otros beneficios 

derivados de los bienes anteriores, así como aquellos bienes de origen ilícito cuyo 

valor sea equivalente a cualquiera de los bienes descritos en los numerales 

anteriores, cuando no sea posible su localización, identificación, incautación, 

embargo preventivo o aprehensión material. 

Párrafo: Salvo prueba en contrario, se presume que provienen de o han sido destinado a 

actividades ilícitas o delictivas, los bienes, dinero, productos, frutos o ganancias que 

hayan sido adquiridos o negociados, en cualquier momento, y que se encuentren en 

una o varias de las situaciones descritas en este artículo. 

 

Cualquiera pudiera pensar que esta ley propone una afectación hacia el pasado. Sin 

embargo, al analizar más detenidamente el contenido de la norma propuesta, encontramos que no 

hay tal afectación hacia el pasado. Esto así porque el derecho que tiene el Estado de reclamar la 

legalidad al momento de obtener la propiedad, no prescribe por el transcurso del tiempo, pues la 
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propiedad que ha nacido ilícita, sigue conservando ese carácter, sin importar el tiempo 

transcurrido.   

 

Como ya hemos visto, la Constitución Dominicana consigna la irretroactividad de la ley 

en su artículo 110. Pero ese concepto de irretroactividad de la ley no se viola en la Ley de 

Extinción de Dominio. Es de notar que el mismo artículo de la Constitución habla de que no se 

puede afectar la seguridad jurídica derivada de situaciones establecidas conforme a una 

legislación anterior. Por tanto, se hace referencia a que el estatus jurídico se adquirió conforme a 

“una legislación anterior”, no conforme a una infracción.  

 

Ya hemos dicho que los bienes adquiridos de manera ilícita, con recursos producto de 

infracciones, no pueden adquirir legalidad por el paso del tiempo. No es que la ley sea 

retroactiva, es que el paso del tiempo no puede convertir en legal lo que fue producto de una 

infracción.  

 

De esta forma, es más adecuado, si el proyecto de Ley de Extinción de Dominio que 

cursa en el Congreso, expresara claramente lo acogido en el artículo 3 de la Ley Modelo de 

Extinción de Dominio, que textualmente dice:  

 

“Artículo 3. Retroactividad. La extinción de dominio se declarará con independencia de 

que los presupuestos para su procedencia hayan ocurrido con anterioridad a la vigencia de esta 

Ley.” 

Además, la figura de extinción de dominio como hemos indicado, es meramente de 
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naturaleza civil, sin embargo, el proyecto de ley refleja que es una herramienta para darle 

continuidad al decomiso civil de los bienes ilícitos aun cuando no exista una condena en el 

ámbito penal. Esto también ataca las sucesiones y los bienes ilícitos que se pudieran encontrar en 

las manos de terceros, los cuales utilizaron dichos bienes de origen ilícito. 

 

El Artículo 14 del proyecto de ley establece lo siguiente:  

 

 

 

Bienes Abandonados: En caso de que los bienes perseguidos se hayan encontrado 

abandonados sin que haya forma de determinar quién es el legítimo propietario, o cuando no se 

presente nadie a reclamarlos, dentro del término de treinta días en un diario de circulación 

nacional o en la página web de la Procuraduría General de la República: la decisión que 

recaiga dispondrá que ellos pertenezcan al Estado Dominicano. 

 

Como hemos señalado la figura de extinción de dominio es autónoma, y por ende, el 

proyecto de ley crea tribunales civiles para el conocimiento y fallo de las medidas provisionales 

y definitivas en materia de acción de extinción de dominio, esto será conocido por jueces civiles 

designados por la Suprema Corte de Justicia.  

 

Por ello, en países como Colombia y Guatemala, que son países referentes al momento de 

hablar de extinción de dominio, se presentaron fuertes debates ya que se entendía que sería 

imposible que la ley operara al pasado y afecte derechos considerados como “adquiridos”. 
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Sobre el particular la Corte Constitucional de Colombia mediante la sentencia C-374/97, 

puntualizó: 

 

“…el verdadero sentido de la irretroactividad de la ley penal, consiste en la protección 

de quien ya ha sido amparado en el Derecho, ante la posible arbitrariedad de futuros 

legisladores que, por razones políticas o de otra índole, pudieran pretender atropellarlo, 

desconociendo sus derechos adquiridos.” 

 

 

Como vemos, y son unas argumentaciones que comparto, la protección que nos brinda el 

principio de la irretroactividad de la ley está sujeta a un principio sine qua non: haber sido 

amparado por un derecho, que en este caso no puede ser el de propiedad debido a que el mismo 

está condicionado a desempeñar una función social, que no va de la mano con actividades 

ilícitas. 

 

Una de las preguntas más frecuente, al analizar esta figura, es el hecho de que cómo es 

posible que se le vayan a extinguir los bienes a una persona cuando no se ha determinado 

previamente en un juicio penal si es inocente o culpable. 

 

Sobre esta cuestionante, la mejor doctrina establece que la acción de extinción de 

dominio es in rem, lo que quiere decir que  no va dirigida hacia la persona, sino hacia el 

patrimonio. De ahí que el bien no adquiere el título de culpabilidad ni de inocencia, simplemente 
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se limita a ser lícito o ilícito en razón de la manera de su adquisición. Osser, S.G. (12 de Enero 

2018). Abogadosdq. Obtenido de http://www.abogadosdq.com./2018/01/analisis-sobre-

extincion-de-dominio-y.html 

 

 

4.3. Violación a la presunción de inocencia 

 

 

 

 

Respecto a la presunción de inocencia lo que se argumenta es que la naturaleza de la 

acción de extinción de dominio es  in rem no in personam, es decir que la acción va dirigida 

hacia una cosa no hacia una persona y por ende la cosa no es titular de derechos, quien es titular 

de derecho es la persona tal  y de aquí se diferencia la acción penal, con la acción de extinción de 

dominio. 

Observando que en el proyecto de ley de Extinción de Dominio no existen las 

imputaciones de carácter punitivo, ni encontramos el principio de in dubio pro reo lo que 

hacemos es orientarnos  a las garantías establecidas en la Constitución como referente 

constitucional. Las mismas disposiciones las encontramos en el Artículo 69 de la Constitución  y 

nos indica que: 

Artículo 69.- Tutela judicial efectiva y debido proceso. Toda persona, en el ejercicio de 

sus derechos e intereses legítimos, tiene derecho a obtener la tutela judicial efectiva, con respeto 
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del debido proceso que estará conformado por las garantías mínimas que se establecen a 

continuación: 

3) El derecho a que se presuma su inocencia y a ser tratada como tal, mientras no se 

haya declarado su culpabilidad por sentencia irrevocable; 

7) Ninguna persona podrá ser juzgada sino conforme a leyes preexistentes al acto que se 

le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formalidades 

propias de cada juicio; 

 

 

Cabe resaltar que aquí se trabaja mucho con la prueba  referencial o indiciaria, la prueba 

indiciaria desde una  apreciación técnico-jurídica, no es una prueba de carácter complementario y 

no resulta de menor peso que la prueba directa; al contrario, el uso de la prueba indiciaria o 

referencial  es perfectamente acogida ya que la misma al marcar varios indicios hacia un mismo 

punto dejan entredicho la postura de defensa que tenga el imputado y así se afirma o se 

desmiente lo que él mismo dice. 

Para poder lograr que los bienes sean extinguidos el fiscal debe y tiene la tarea de 

presentar todas las pruebas indiciarias y que las mismas sean convergentes y suficientes para que 

el juez pueda determinar la extinción del dominio de propiedad. La presunción de inocencia es 

un principio de orden penal que favorece al imputado. Así, no tiene aplicación en la extinción de 

dominio porque lo que está en juego aquí no es la libertad de la persona, sino la declaratoria de 

legalidad o ilegalidad de unos bienes de los que el “titular” tiene que probar su procedencia.  
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4.3.1. Inversión del fardo de la prueba 

Lo que se presume es que quien está en la mejor posición de probar la procedencia lícita 

de los bienes imputados y en consecuencia objetos de la acción de extinción de dominio, es el 

titular del bien porque fue él quien lo adquirió.    

 

 

 

Resulta muy cuesta arriba  y esta es una de las imposibilidades técnicas y materiales en la 

que se ve atascada el órgano acusador de cualquier índole, el procedimiento para verificar la 

procedencia lícita o ilícita se entiende que le resulta más factible a la persona ya que la misma 

puede justificar por haberlo adquirido, porque se presume que se realizó alguna transferencia 

bancaria o alguna factura que se tenga en posesión con respecto a la cosa adquirida.  Si se tratase 

de la adquisición de un bien inmueble sería una copia del cheque de certificación bancaria. 

Gracias a la implementación de la inversión del fardo de la prueba como un precepto 

constitucional  podemos ver que en el ejemplo de los funcionarios públicos, los mismos tienen la 

obligación de transparentar los bienes que poseen y para ello realizan la declaración jurada de 

bienes.  

Una de las situaciones que facilitó la inclusión de la inversión del fardo de la prueba en 

nuestro ordenamiento jurídico fue la celebración  y aprobación de  Convención Interamericana 
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Contra la Corrupción y la adopción de la Convención de las Naciones Unidas Contra la 

Corrupción de la cual el Estado es signatario y por ende a partir de este compromiso  

internacional surgió  la adecuación del ordenamiento jurídico  para así instituir de la inversión 

del fardo de la prueba de tal manera que sean los propios imputados y no el ministerio público 

quien tenga que  demostrar las pruebas que indiquen la culpabilidad o inocencia de los mismos. 

Según Carlos Pimentel Florenzanl “La Constitución de la República Dominicana en su 

artículo 146 numeral 3, establece la Proscripción de la Corrupción, indicando y obligando a 

tipificar en la legislación penal dominicana el delito de corrupción conocido como el 

enriquecimiento ilícito e invertir el fardo de la prueba.” 

 

Artículo 146.3 “Es obligatoria, de acuerdo con lo dispuesto por la ley, la declaración 

jurada de bienes de las y los funcionarios públicos, a quienes corresponde siempre probar el 

origen de sus bienes, antes y después de haber finalizado sus funciones o a requerimiento de 

autoridad competente.”  (Florenzán, 2013) 

A pesar de lo anterior, si el ministerio público presenta pruebas indiciarias de que los 

bienes obtenidos por alguien no tienen justificación, entonces es esa persona que tiene que 

probar que los bienes tienen una obtención lícita. Por ejemplo, el fiscal presenta certificaciones 

de que esa persona no ha recibido una herencia, que no tiene empresas que generen recursos 

económicos, que el sueldo más alto que ha recibido es de setenta mil pesos mensuales, y que esa 

persona tiene en el banco una suma de tres millones de dólares. Con los indicios presentados, no 

se advierte que esos bienes hayan sido obtenidos de manera lícita. Siendo así, es al “propietario” 

de esos tres millones de dólares que le corresponde probar la licitud de su procedencia. En este 
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caso, no podemos hablar de inversión del fardo de la prueba.  

 

 4.3.2 Derecho de defensa 

Artículo 28.- Defensa técnica, Todo afectado tiene derecho a la defensa técnica y si no 

tiene o no quiere asignar un defensor particular o si no puede pagarlo, el juez deberá 

ordenar la designación de un defensor público.  

Párrafo I: La sustitución de defensores, así como lo relativo a la renuncia o abandono 

de defensa, se hará de conformidad a las reglas establecidas por el Código Procesal Penal.  

 

Párrafo II: Si el afectado optó por un defensor público o si el juez, vista su negativa, 

le asigna uno, no podrá, posteriormente, tomar un defensor particular.  

Párrafo III: Lo establecido para los afectados fijado en el párrafo II de este artículo, 

les es aplicable a los terceros cuyos derechos sobre un bien puedan verse afectados por el 

proceso. (Proyecto de Ley sobre Juicios de Extinción de Dominio para el Decomiso Civil 

de Bienes) 

En el caso de la defensa técnica de los propietarios de los bienes que sean objeto de 

proceso de extinción de dominio se puede plantear la posibilidad de que la Oficina Nacional de 

la Defensoría Pública asuma la responsabilidad de defender al  imputado, siempre y cuando los 

propietarios de los bienes estén en la imposibilidad económica de costear una defensa privada. 



 

111 

Como variable  se puede plantear el hecho de que como en los procesos ordinarios no se 

condenan al Estado en costas procesales en el proceso de extinción de dominio. 

Esto vendría a poner un poco de freno a las acusaciones infundadas, pues si el tribunal 

considera que la misma no tiene méritos el ministerio público en representación del Estado sería 

condenado a pagar las costas del procedimiento. 

 En definitiva, lo mismo que dijimos de la presunción de inocencia, lo decimos ahora del 

derecho de defensa: no se trata de un proceso penal donde se ataca la libertad de una persona. Se 

trata de un procedimiento de carácter híbrido que solo va orientado a extinguir la propiedad de 

bienes cuya obtención ha sido de manera ilícita o por lo menos indeterminada.  

 
 
 
 
 

17. Conclusiones 
 
 

De acuerdo a las investigaciones que hemos hecho en base a los temas desarrollados 

anteriormente, tales como: Aspectos constitucionales de la extinción de dominio, diferencias 

entre expropiación, decomiso y extinción de dominio, análisis comparativo sobre la figura de 

extinción de dominio en los sistemas latinoamericanos y análisis del proyecto de ley sobre 

juicios de extinción de dominio para el decomiso civil de los bienes ilícitos. 

 

Podemos concluir que la extinción de dominio es una figura que puede coexistir en el 

ordenamiento jurídico de la República Dominicana, la misma tiene por finalidad desincentivar el 

enriquecimiento ilícito mediante la extinción del derecho de propiedad. 
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En un Estado social democrático de derecho, el Estado debe buscar alternativas para el 

combate de la actividad delictiva y de eso se trata el derecho, las leyes deben ir acorde a las 

necesidades que tiene la sociedad. En los países que hemos estudiado anteriormente, la figura de 

extinción de dominio se ha establecido como un sistema eficiente de recuperación de bienes 

ilícitos, la cual cumple una herramienta para evitar el uso, goce y disfrute  de los bienes 

obtenidos de manera ilícita. 

 

 

 

 

 

La recuperación de bienes ilícitos constituye un mecanismo de generación de ingresos 

para financiar la prevención y lucha contra la delincuencia, por lo tanto, es necesario la 

implementación del procedimiento de extinción de dominio para asegurar una efectiva, posible y 

oportuna recuperación de los bienes obtenidos de forma ilícita, sin que sean afectados los 

derechos y garantías que tienen los ciudadanos por la Constitución de la República. 

 

El proyecto de ley sobre juicios de extinción de dominio para el decomiso civil de bienes 

ilícitos, fue aprobado en el Senado de la República, esto representa una continuidad para el 

esfuerzo de la lucha contra la delincuencia. Y por supuesto, debe de existir una ley que regule los 

juicios de extinción de dominio previstos en el numeral sexto del Artículo 51 de la Constitución 

de la República.  
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Como hemos indicado anteriormente, el derecho de propiedad no puede gozar de ningún 

tipo garantía constitucional cuando fue obtenido de manera ilícita, debido a que cuando se 

obtiene un bien de forma ilícita, siempre será ilícito en el presente y futuro, por lo tanto, los 

juicios de extinción de dominio deben cumplir con la finalidad de la protección de un Estado 

democrático de derecho y el cumplimiento de la Constitución y demás leyes de la República 

Dominicana.  

 

 

 

 
 
 
 

18. Recomendaciones 
 

De acuerdo a la investigación que hemos realizados, aportamos sugerencias para una 

aplicación más efectiva de la figura de extinción de dominio en la República Dominicana, y son 

las siguientes: 

 
1) La modificación del Artículo 18 sobre competencia territorial del proyecto de ley 

sobre juicios de extinción de dominio para el decomiso civil de bienes ilícitos y se 

proceda a la creación de cuatro tribunales adicionales, para que exista una mayor 

efectividad en los juicios de extinción de dominio. 

2) La modificación del Artículo 97 sobre celebración de la audiencia en su Párrafo I del 

proyecto de ley sobre juicios de extinción de dominio para el decomiso civil de bienes 



 

114 

ilícitos, indicando que nunca será desistida la acción de extinción de dominio. 

3) Que cuando sea acogida la orden de decomiso civil, la Procuraduría General de la 

República, deberá mediante resolución detallar los bienes y dictar cual será el uso que 

el Estado le dará a los mismos, en un plazo no mayor de 60 días posterior dictado el 

fallo. 

4) Determinar el procedimiento para llevar acabo lo indicado en el Artículo 122 sobre 

Incumplimiento de la obligación de denunciar del proyecto de ley sobre juicios de 

extinción de dominio para el decomiso civil de bienes ilícitos. 

 
5) La aprobación del proyecto de ley sobre de juicios de extinción de dominio para el 

decomiso civil de bienes ilícitos en la Cámara de Diputados y su posterior 

promulgación como ley.  
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ANEXO 
 
 

- Proyecto de ley sobre juicios de extinción de dominio para el decomiso civil de bienes 

ilícitos. 


























































































